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SEÑOR PRESIDENTE (Fernando Amado).- Habiendo número, está abierta la 
reunión. 


La comisión tiene el gusto de recibir a una delegación del INAU, integrada por su 
presidenta, licenciada Marisa Lindner; la directora general, licenciada Isabel Soto; los 
directores, magíster Fernando Rodríguez y asistente social Dardo Rodríguez; las 
doctoras Claudia Ramírez y Valeria Proverbio y el doctor Diego Banizi. 


Oportunamente, les cursamos invitación para asistir al seno de esta comisión, 
habida cuenta de la participación de distintas delegaciones vinculadas con la Fundación 
Imcos Aldea de la Bondad, que plantearon una problemática en particular; vinieron los 
trabajadores y la dirección. La comisión consideró oportuno citar a las autoridades del 
INAU, a efectos de dar la información pertinente. 


SEÑORA PRESIDENTA DEL INAU.- Agradecemos la invitación. Desde el 22 de 
abril, junto a Fernando Rodríguez y Dardo Rodríguez, asumimos este nuevo período 
como responsables del directorio del INAU. 


En este marco, es importante mantener un espacio de trabajo fluido con el 
Parlamento, particularmente, poder brindar información así como también el análisis de 
los distintos problemas que hacen a la infancia y a la adolescencia. En cuanto a esta 
comisión, hay un tema sumamente relevante y tiene que ver con quiénes son aquellos 
que implementan las políticas de infancia y adolescencia. 


INAU es una institución que atiende a más de ochenta mil niños, niñas y 
adolescentes, mediante distintas modalidades y programas. Alrededor de un 70% de esa 
población está atendida por convenios establecidos sobre la base de distintas 
modalidades programáticas que tienen que llevar a cabo las políticas públicas que define 
nuestra institución. 


Antes de ingresar a los temas por los que fuimos convocados, me detendré en tres o 
cuatro elementos que hacen a la realidad del INAU. Este Instituto es el organismo rector 
en los temas que hacen a la infancia y la adolescencia. Eso está establecido por mandato 
legal y, por lo tanto, tiene responsabilidad en el conjunto de las políticas que se 
desarrollan. Particularmente, INAU cumple funciones de rectoría y de regulación y lleva 
adelante todo el sistema de protección de niños, niñas y adolescentes, sostenidos sobre 
una diversidad muy amplia de programas. 


Existe una realidad a nivel institucional que hace que INAUtenga una serie de 
modalidades de intervención; algunas se implementan directamente por funcionarios 
institucionales y, otras, por convenios. 


En este sentido, los temas que hoy nos convocan hacen a la diversidad de estas 
modalidades. Me refiero tanto a la organización Imcos, que implementa dos proyectos 
vinculados con la discapacidad, como a las cuidadoras, que cumplen un rol de 
implementación de políticas de cuidados como estrategias de modelos de intervención 
muy importantes para nuestra institución. En ese sentido, consideraremos los aspectos 
programáticos que hacen a las distintas modalidades vinculadas con el mundo del 
trabajo. Es decir, tenemos a los funcionarios y a las funcionarias para las modalidades de 
implementación de proyectos a través de la cobertura de distintas organizaciones de la 
sociedad civil, regulados por la institución. La tercera modalidad de relacionamiento 
institucional es la de las cuidadoras, con las que trabaja nuestra institución en los 
modelos de cuidado de niños, niñas y adolescentes. 


Este Directorio asumió hace muy poco tiempo. Estamos en un proceso intenso de 
trabajo. En la medida que vamos profundizando el conocimiento de la institución vamos 
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definiendo nuestras prioridades programáticas para el próximo período y analizando en 
pasos relevantes lo que significará la discusión presupuestal y, por lo tanto, definiendo los 
énfasis programáticos para este quinquenio. 


En ese sentido, hemos definido algunos principios organizadores de toda la 
discusión programática. El primero es considerar al INAU como la institución 
especializada en la protección de toda la infancia. En este período pretendemos 
reposicionar al INAU en torno a sus competencias y cometidos como organismo rector 
pero también como implementador de servicio. Esa rectoría en funciones diferenciales 
requiere capacidades institucionales diferenciadas. En este período nos queremos 
concentrar en continuar fortaleciendo las capacidades institucionales para llevar adelante 
las tareas que tenemos como cometido. 


Otro principio organizador de la discusión programática tiene que ver con la 
descentralización y la territorialización de las políticas. Es fundamental que las políticas 
públicas efectivamente logren la accesibilidad de los sujetos de derecho que nos compete 
proteger, en el marco de la protección integral que establece el Código de la Niñez y la 
Adolescencia. Por lo tanto, aquí hay un principio organizador del trabajo para este 
período, vinculado con el territorio y la descentralización. Uno de los temas que nos 
convoca hoy está vinculado con eso. 


Un aspecto fundamental como elemento a tener en cuenta en el diseño 
programático está vinculado con los modelos de atención en los contextos comunitarios 
institucionales. Para eso implementaremos la unificación de estructuras a nivel de la 
institución. Decíamos que casi el 70% de la población está atendida por convenios. Que 
haya unificación programática implica fortalecer las líneas que efectivamente la institución 
lleva adelante y tener posibilidades de generar el monitoreo y el seguimiento de esas 
políticas, tanto convenios como proyectos públicos, llevados adelante con los propios 
funcionarios y funcionarias de la institución. 


Otro aspecto fundamental tiene que ver con la ampliación de la cobertura. En los 
últimos años el INAU ha tenido un avance muy importante en el crecimiento de su 
capacidad de cobertura, fundamentalmente, en el desarrollo de programas diferenciados 
que nos permiten cada vez más llegar a las situaciones de mayor vulnerabilidad. Pero 
esta ampliación de cobertura y, en particular, algunos desafíos que tenemos para el 
quinquenio, tienen que estar sostenidos en la calidad de la atención de estos programas y 
proyectos. 


La mejora de la gestión y de la eficiencia del gasto es clave para esta próxima etapa 
de discusión presupuestal. Sabemos que el INAU ha venido generando procesos de 
crecimiento, desde el punto de vista de lo que ha sido su incremento presupuestal, pero 
necesita dar continuidad a esos procesos para ampliar la cobertura y para fortalecer la 
mejora de la gestión de los distintos proyectos y programas. Un elemento que venimos 
analizando y discutiendo fuertemente en el Consejo Nacional de Políticas Sociales es la 
necesidad de generar una sinergia de las distintas políticas y de los programas a nivel 
interinstitucional asociados con la infancia y la adolescencia. Ese Consejo Nacional de 
Políticas Sociales conformó una Comisión de Infancia y Adolescencia, que tiene como 
base los principios y postulados que nos dejó la estrategia de infancia y adolescencia que 
se sintetiza en la ENIA y que para nosotros sieguen siendo pilares importantes para el 
desarrollo de los programas y, fundamentalmente, en la necesidad de poder establecer 
una vinculación mucho más estrecha y directa con las políticas universales de salud y 
educación y, en especial, la sinergia de los programas que se dan como prioritarios en el 
territorio. Acá hablamos de programas que desarrollan otros organismos que para 
nosotros son fundamentales y con los que estamos trabajando conjuntamente, por 
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ejemplo, el programa Uruguay crece contigo, Cercanías, Jóvenes en Red. Estos 
programas requieren de sinergia institucional para abordar con más calidad y precisión 
los procesos de inclusión social, con relación a la infancia, para poder resolver los 
problemas que hacen a las situaciones de vulneración de derechos. 


En ese marco, el INAU ha definido seis grandes líneas estratégicas, que no vamos a 
desarrollar hoy pero que queremos presentarles, porque van a ser elementos que luego 
van a estar sosteniendo nuestra discusión presupuestal en esta Casa. 


Una primera línea estratégica hace a la protección integral de la primera infancia en 
el marco del Sistema Nacional de Cuidados. En este sentido, INAU tiene un lugar 
destacado en lo que hace a esta definición de prioridad en el período, definida por el 
Sistema Nacional de Cuidados. INAU en este marco y en este proceso tiene 
responsabilidades directas en la primera infancia y en los temas de discapacidad. Lo 
queremos hacer, no solamente como estamos trabajando que efectivamente en este 
período haya una ampliación muy importante en la cobertura donde INAU se tiene que 
concentrar en las edades de cero, uno y dos años, sino que además lo haga a partir de la 
unificación programática, fundamentalmente, en primera infancia. INAU tiene cantidad de 
ejes programáticos asociados a estas situaciones, que hacen a poder lograr sinergias y 
compatibilidades en el desarrollo programático en temas que, por ejemplo, están 
vinculados con los niños en situación de internación, niños de cero a siete años. En esta 
etapa, efectivamente, tenemos un desafío muy importante a nivel de nuestra institución, 
para incorporarlos en un programa de primera infancia como tema estratégico de este 
período. 


En segundo término, como una de las líneas también fundamentales para este 
proceso es el derecho a la vida en familia y el fortalecimiento de las parentalidades. En 
este tema, nuestra institución ha venido desarrollando programas de trabajo, algunos de 
ellos asociados con el tema que hoy nos convoca, que son las ciudadoras que, 
fundamentalmente, están centrados en lograr cumplir con ese derecho fundamental de 
todo niño, niña y adolescente de vivir en familia. En este aspecto, nuestra institución tiene 
hoy una tarea realmente muy importante, dado que más de cuatro mil niños, niñas y 
adolescentes están internados o en programas de institucionalización de tiempo 
completo, con distintas modalidades. Nosotros queremos poner énfasis en este eje, en 
este período de Administración, porque, efectivamente, creemos que como país tenemos 
que avanzar en los procesos que permitan que los niños, niñas y adolescentes puedan 
estar en contextos familiares. Para ello, se hace necesario la profundización y desarrollo 
de varios de los programas y donde el tema de las cuidadoras, de las familias amigas, de 
los procesos de adopción, de aspectos que tienen que ver con el desarrollo del programa 
de acogimiento familiar, en el cual se ha venido trabajando en el período anterior, 
queremos que se potencie, se desarrolle y tenga un impacto muy directo en los temas 
vinculados con la infancia y la adolescencia. 


El tercer eje de prioridad como línea estratégica está centrado en la vida libre de 
violencia para niñas, niños y adolescentes. En este sentido, más allá de los aspectos que 
desde el punto de vista programático nuestra institución ha venido llevando a cabo, es 
necesario reforzar y reafirmar aspectos que tengan que ver con el desarrollo de 
programas y servicios, pero también de líneas de trabajo que permeen a toda la 
institución en el abordaje de las situaciones de maltrato y abuso sexual, en los temas de 
explotación sexual y no comercial de niñas, niños y adolescentes y en otro tema que 
también queremos instalar como forma de protocolizar y generar mecanismos 
institucionales que hacen a los aspectos vinculados a la violencia dentro de las propias 
instituciones. En este sentido, hay elementos que son importantes y que también regulan 
esfuerzos institucionales que necesariamente deben dar garantías para los niños, niñas y 
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adolescentes, pero también para los adultos, los funcionarios y funcionarias ya sean de la 
propia institución o de los convenios como tema transversal para asegurar la 
profundización de las líneas de protección de derechos. 


En cuarto lugar, como línea estratégica, para nosotros es clave el fortalecimiento 
institucional. Nosotros hablamos del fortalecimiento de las capacidades institucionales en 
un eje realmente amplio, pero donde tenemos tres aspectos en los que queremos 
concentrar nuestros esfuerzos. El primero, tiene que ver con el desarrollo humano; el 
segundo, tiene que ver con los sistemas de información y el tercero está asociado a los 
temas de avance y gestión en los aspectos comunicacionales, es decir, en las estrategias 
comunicacionales de nuestra institución. 


Como ustedes saben, nosotros trabajamos en una institución que generalmente sale 
a la prensa cuando tiene que dar respuesta a situaciones límite, a los problemas 
acuciantes o a situaciones que nos hacen, muchas veces, estar más en un elemento de 
responder de forma defensiva que de tener una estrategia comunicacional que, 
efectivamente, hable del conjunto de la realidad de nuestra institución, de la realidad de 
nuestros niños, niñas y adolescentes y que genere cambios culturales en la sociedad 
uruguaya en el lugar que se les otorga a la infancia y a la adolescencia. 


En este sentido, en el fortalecimiento institucional, que seguramente va a tener que 
ver con esta comisión de trabajo, nosotros ya estamos tomando algunas medidas en 
cuanto a que queremos avanzar en un proceso que mejore las capacidades de 
funcionarios y funcionarias, en un conjunto de elementos que apuntan al desarrollo y a 
potenciar los aspectos que hacen a la carrera funcional. 


Como ustedes saben que nuestra institución realmente tiene niveles de compromiso 
muy importantes por parte de sus funcionarios y funcionarias, que están todos los días 
trabajando con situaciones límite, pero tienen el conocimiento de lo que es la realidad, 
más allá del crecimiento que tuvo en el anterior período, si vamos a las líneas de base de 
lo que tiene como salario un funcionario de INAU, es difícil pensar en la calificación y 
profesionalización de la institución. Por lo tanto, nosotros queremos profundizar en estos 
aspectos, que hacen a las mejoras de las condiciones en conjunto del trabajo de los 
funcionarios y funcionarias de nuestra institución. Básicamente, en este tema queremos 
potenciar el desarrollo de la carrera funcional. 


Hoy INAU no es una oferta de trabajo deseable para aquellos que trabajan en temas 
de políticas sociales en la infancia y adolescencia. Hay aspectos que necesariamente 
nosotros tenemos que fortalecer en torno a la profesionalización, a las capacidades de 
que nuestra institución efectivamente esté liderando procesos que tengan que ver con la 
infancia y la adolescencia. Para esto, queremos concentrar grandes esfuerzos en el 
próximo período en torno a lo que tiene que ver con fortalecer aspectos de la cultura del 
trabajo, de la profesionalización, de las posibilidades del desarrollo de la carrera funcional 
que lleven a que, efectivamente, sea un orgullo ser trabajador o trabajadora del INAU y 
no estar siempre en un proceso defensivo conteniendo las situaciones extremas que 
hacen a la infancia y a la adolescencia. 


El quinto eje, está vinculado al acceso a los bienes culturales, espacios públicos y el 
derecho a la ciudad. 


Este elemento es una línea programática que, lentamente, pero con mucha firmeza, 
queremos instalar, en la medida que consideramos es clave para sacar a la infancia y a la 
adolescencia del lugar de vulnerabilidad y que sean actores con voz, con presencia y 
que, efectivamente, logren tener en nuestra sociedad un lugar de reconocimiento como 
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sujetos de derecho. Esto hace necesaria la presencia de las niñas, niños y adolescentes 
en los espacios públicos. 


Como ustedes saben, el INAU tiene un consejo asesor de niñas, niños y 
adolescentes que va a presentar un proyecto de ley para este período a efectos de 
institucionalizar lo que plantean los organismos internacionales y la convención de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes en cuanto a que ellos puedan tener voz, es 
decir, que puedan opinar y participar en los procesos de discusión de las políticas y de lo 
que hace al desarrollo de los distintos ejes de la vida de la sociedad. Por lo tanto, este es 
un eje a desarrollar, que queremos que vaya cobrando fuerza a la interna de la 
institución. También se asocia a la presencia necesaria de la infancia y la adolescencia 
con un rol diferente. 


El sexto punto, que también es prioritario para esta Administración, refiere a la 
descentralización del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente. En el anterior 
período de Gobierno se elaboró un proyecto de ley que apuntaba a generar procesos de 
trabajo que llevaran a la descentralización de este sistema. En los próximos meses, el 
Poder Ejecutivo va a enviar un primer documento de análisis, que adelantamos vamos a 
defender enfáticamente, porque consideramos que, efectivamente, el SIRPA debe 
descentralizarse y generar procesos de profesionalización específica de atención a una 
problemática particular de adolescencia que requiere del apoyo de este poder del Estado 
tan importante en lo que tiene que ver con legislar a este respecto. 


Establecidas estas seis líneas programáticas, que seguramente en los próximos 
meses vamos a estar desarrollando en la discusión de nuestro presupuesto, vamos a 
plantear algunos elementos referidos a los temas por los cuales ustedes nos han 
convocado. 


Básicamente, voy a hacer una introducción con relación a la situación de la 
Fundación Imcos. En algunos temas generales, me van a complementar la doctora 
Claudia Ramírez y el equipo que la acompaña. Luego, el director Dardo Rodríguez va a 
presentar el tema vinculado con las cuidadoras y, en particular, algunos aspectos que ha 
planteado una de las organizaciones sindicales de cuidadoras en esta Comisión de 
Legislación del Trabajo. También, los otros trabajadores han venido a plantear sus 
preocupaciones y demandas en este ámbito. 


En este sentido, queremos informar acerca de los procesos de trabajo y también 
decir que desde nuestra institución y, fundamentalmente, desde el Directorio, hay un 
elemento de enorme complejidad que tiene que ver con niñas, niños y adolescentes, pero 
básicamente, con adultos internados en estos dos centros, el de Paysandú y el de Salto. 


La mayoría de las personas que viven allí de manera permanente a partir de este 
proceso de institucionalización de larga data son adultos, pero la institución tiene la 
responsabilidad de proteger a niñas, niños y adolescentes que están en estas 
instituciones. Esto complejiza la toma de decisiones. En este caso, no se trata solamente 
de rescindir un contrato con una institución. A partir de evaluaciones de los programas 
que llevan adelante estas organizaciones de larga data, se deja al descubierto una serie 
de problemas con los trabajadores, pero también con la atención que se brinda. Poder 
sustituir esa atención y que efectivamente esas personas no queden desprotegidas 
requiere dar respuestas a las situaciones que se van planteando y, al mismo tiempo, 
llevar adelante los temas programáticos que hacen a la atención directa de esas 
personas e ir buscando alternativas para mejorar los procesos de atención y la realidad 
de los funcionarios que trabajan en esta Fundación. 
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Actualmente, en la Fundación de Paysandú se atienden cuarenta y seis personas y 
ciento dos en Salto, ochenta y dos de ellas en convenio con INAU y veinte de manera 
particular o llegan a la institución por distintas vías. Esto configura una población de 
enorme importancia por la cantidad y por las situaciones de vida que la han llevado a 
estar institucionalizada de forma permanente. 


Desde el año 2008, el INAU viene constatando situaciones de dificultad para la 
implementación de estos programas. Por lo tanto, el tema que nos convoca hoy no es 
nuevo en absoluto; como directorio, asumimos que es parte de un proceso de trabajo de 
larga data y de gran complejidad 


A partir de ese año, se empiezan a generar elementos de fortalecimiento desde el 
punto de vista de los planteos que hace la institución y los propios trabajadores en cuanto 
a la necesidad del aumento de las partidas que están asignadas para estos convenios. 


Como ustedes sabrán, a partir de aspectos que están regulados y establecidos por 
normas institucionales, cada uno de los convenios tiene asignada una determinada 
cantidad de UR por persona, aspecto que fue discutido al inicio. Se ha avanzado en este 
sentido y se han hecho todos los esfuerzos necesarios para mejorar el desarrollo de esos 
programas y la calidad de los servicios, fundamentalmente, con la asignación de partidas. 


Asimismo, se fueron desarrollando líneas de trabajo por parte de la institución. En 
2013, a partir de los análisis del contralor jurídico, financiero y contable, se informa de las 
situaciones que se van dando y se empieza a generar no solamente la necesidad del 
aumento de la subvención y de las partidas presupuestales, sino otro tipo de problemas: 
en marzo de este año, la propia institución plantea la rescisión del contrato de trabajo. 


Previamente, se establecen espacios de trabajo a partir de una comisión en la cual 
participan los trabajadores y también los directores departamentales de Paysandú y de 
Salto, la directora de convenios de la institución, el doctor José Eizmendi, la directora del 
sector de contencioso de jurídica, la doctora Stella Bassoz, el director nacional territorial, 
licenciado Diego Lapeyre, y la asesora jurídica del directorio, doctora Claudia Ramírez. 


En este sentido, también se están estableciendo coordinaciones con las direcciones 
departamentales del Mides con las cuales estamos en proceso de trabajo de potenciación 
para generar mejores condiciones para las personas que están internadas en estas 
aldeas. Básicamente, en este proceso se generan elementos de discusión acerca de la 
salida de esta situación, en los cuales se está trabajando. Uno de ellos es la rescisión de 
ese contrato para un llamado público que permita, en un tiempo -el que sea necesario, 
pero que está previsto en varios meses-, la existencia de condiciones para que estos 
servicios que brinda nuestra institución puedan ser gestionados con los requerimientos 
adecuados a las características de profesionalización y de abordaje, que deben ser 
realmente muy exigentes para reparar situaciones de larga data. 


En este proceso de trabajo, tenemos una enorme responsabilidad con la población 
que vive en las aldeas y con los trabajadores, que son quienes lo han sostenido. Por lo 
tanto, queremos encontrar las mejores soluciones atendiendo a que, efectivamente, se 
respeten los derechos y garantías para todas las partes. 


También queremos enfatizar que es imprescindible que lleguemos a la mejor 
propuesta, pero que tiene que estar centrada en aquellas personas en situaciones de 
vulneración de derechos, que son las que viven en nuestras aldeas, nuestra principal 
responsabilidad desde el punto de vista institucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aprovecho la oportunidad para agradecer la presencia en 
la comisión de la señora diputada Cecilia Bottino, del departamento de Paysandú. 
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SEÑORA RAMÍREZ (Claudia).- En primer lugar, quiero poner en conocimiento de 
los miembros de la comisión que, desde principios del año 2014, el Directorio del INAU 
viene trabajando en el seguimiento profundo del tema del convenio Imcos -Aldeas de la 
Bondad. En el mes de julio de 2014, desde el Directorio se planteó la creación de esta 
comisión que recientemente nombró la señora Presidenta del INAU. 


Quiero hacer un racconto acerca de cómo venimos trabajando y por qué se da la 
rescisión del contrato. Una de las cuestiones que leí en la versión taquigráfica fue que a 
raíz de la intervención judicial que se realizó en el año 2008, a solicitud del INAU, el señor 
interventor sugería que para poder gestionar en forma adecuada el convenio Imcos 
-Aldeas de la Bondad, era necesario el aumento de 9 UR por cada sujeto de derecho 
atendido. INAU llega al máximo legal en cuanto a la cantidad de unidades reajustables 
que traspasa por cada uno de los sujetos de derecho atendido y, si bien no llega a esas 9 
UR solicitadas, en acuerdo con el Banco de Previsión Social, permitió que se usaran las 
pensiones para poder gestionar en forma adecuada este convenio. 


Asimismo, cada año, INAU hace un traspaso de subvenciones para poder mantener 
el pago tanto de aguinaldos como de salarios vacacionales. Hace varios años que en 
cada uno de los aguinaldos INAU traspasa alrededor de $1.600.000 para poder realizar el 
pago, por fuera de las partidas que están habilitadas para atender a estos sujetos de 
derecho. 


Lo que se venía cuestionando era por qué otros convenios del mismo perfil de 
atención lograban en su gestión separar el dinero para el pago del aguinaldo y del salario 
vacacional de sus trabajadores y este convenio no lograba hacerlo. Ellos plantearon el 
hecho de estas 9 UR, pero cuando el INAU comenzó a trabajar en esta comisión, trató de 
tener claro, en primer lugar, como bien decía la señora Presidenta del INAU, que hay 
veinte personas menores de 18 años. En este sistema, las demás personas son todas 
mayores y cada una tiene su pensión. 


Inclusive, desde el Directorio se les habilitó la posibilidad de que usaran esa pensión 
por un determinado lapso de tiempo, lo cual no puede seguir ocurriendo. Esta comisión 
comenzó el estudio y dispuso de una resolución de Directorio de una contadora que 
intervino por el INAU e hizo los primeros avances en cuanto a sus informes. 


Una de las cuestiones que nos trasmitió la contadora del INAU fue que existen 
veinte personas que son atendidas con recursos del INAU en forma privada y que la 
fundación no logra dar una explicación en cuanto a los ingresos que percibe por esas 
veinte personas ni a las donaciones que recibe la fundación, siendo la última, 
extraoficialmente, de $1.500.000. Todas esas cuestiones nunca fueron aclaradas por 
parte de la fundación, lo cual llevó a que desde esta comisión del INAU se iniciara un 
proceso por el que se solicitó a Imcos que siguiera el reglamento general de convenios. 


En octubre del año 2014 llegamos a una situación en la que Imcos presenta la 
solicitud de un aumento equivalente a 7,31 UR por cada sujeto de derecho atendido. En 
esta comisión interna del INAU se estudió la situación y se contestó a la fundación que no 
era posible acceder a lo peticionado atento a que desde INAU se entendía que se 
estaban derivando fondos para el uso exclusivo de la población en convenio, para estas 
personas que se atienden en forma particular, y que el monto de esas 7,31 UR sería 
aproximadamente el equivalente al dinero que perciben por los veinte particulares. 


Voy a leer un informe que les permitirá entender claramente el proceso que 
desencadena esta rescisión del convenio y cómo se ha trabajado en forma permanente 
desde esta comisión con los trabajadores y con los sindicatos, en permanente 
comunicación. Inclusive, se acordó que inmediatamente después de que se realizaran las 
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reuniones de la comisión bipartita -integrada por INAU y por los directores de la 
Fundación y su representante legal-, a fin de transitar este proceso de rescisión con 
Imcos, se comunicarían los resultados a los trabajadores. Y así se hizo: se realizaron 
cinco reuniones durante el mes de marzo y en todos los casos se comunicó los 
resultados a los trabajadores. 


Asimismo, en su momento, se realizó una reunión tripartita: trabajadores, 
representantes de todos los sindicatos; representantes de la fundación y representantes 
del INAU. 


Como decía, me voy a permitir leer parte del informe de este proceso de trabajo, 
para que ustedes entiendan la situación que ha llevado a INAU a la rescisión de este 
convenio. 


Dice lo siguiente: 


“Como consecuencia de las distintas denuncias por parte de los trabajadores de 
IMCOS en cuanto a la mala gestión por parte de la Dirección de la Fundación, el 
incumplimiento en el pago de los salarios, aguinaldos y salarios vacacionales, todo lo que 
consecuentemente implicaría poner en riesgo la atención cuidadosa y debida de la 
población; visita con recomendaciones por parte del Ministerio de Salud Pública, llamados 
al Ministerio de Trabajo y al Parlamento, INAU decide iniciar nuevamente una acción de 
solicitud de intervención judicial a la Fundación, la que es instaurada en el Juzgado 
Letrado de Quinto Turno de Salto, lo que es oportunamente realizado por División 
Jurídica Sector Contencioso. 


Con fecha 30 de octubre de 2014, la Fundación solicita un aumento en la partida de 
7,31 UR por sujeto de derecho atendido lo que equivaldría a un adicional de $ 461.601 
mensuales, ya con conocimiento INAU de que la fundación no rinde el equivalente a lo 
que percibe por la población que recibe en forma particular, y los sueldos que vienen 
percibiendo el Presidente, Supervisora y Secretaria (todos familiares), más los 
profesionales contratados por la misma; todos sueldos que no se ajustan al perfil, lo que 
es informado por la Contadora Mariana Mattío una vez comienza el primer avance en su 
trabajo contable; en reunión de Equipo y previo informe a Directorio quien avala lo 
actuado, se decide aplicar firmemente el Reglamento de Convenios. 


En el marco del art. 36, apercibir a la Fundación en los siguientes términos: 
1) Ajustarse al perfil del Proyecto en lo que respecta a Recursos Humanos. 


2) Que los recursos que destina INAU sean utilizados exclusivamente para los 126 
sujetos de derecho vinculados al Instituto en Salto y Paysandú. 


3) Que se detalle un flujo de gastos (con documentación probatoria de las 20 
personas que la Fundación atiende en forma particular). 


4) No pagar aportes a BPS del Consejo Directivo y Supervisora (de la Fundación) 
con recursos de INAU. 


Todo esto le es planteado a las autoridades de la fundación con Fecha 9 de enero 
de 2015. 


Con fecha 13 de enero de 2015 somos convocados al Ministerio de Trabajo, al que 
concurrimos desde INAU (no concurren los representantes de la Fundación) 
representantes del sindicato FUABS denuncian un notorio deterioro en la calidad y 
cantidad del menú para los sujetos de derecho atendidos lo que afectaría su calidad de 
vida. 


«Qe 


El 19 de enero de 2015 la Fundación en contestación a lo planteado por INAU y el 
apercibimiento al cumplimiento del convenio, solicita la rescisión del mismo con INAU, en 
carta presentada a la Dirección Departamental de Salto. 


A partir del 27 de febrero de 2015, se comienza a trabajar en una Comisión bipartita 
con la Fundación a efectos de celebrar un cronograma de actividades conducentes a 
llevar a cabo los procesos de revisión y elaboración de proyectos tendientes a culminar 
un proceso de rescisión de los actuales convenios.-Se acuerda informar a los 
trabajadores de la evolución de las tratativas y negociaciones abocadas a una solución 
integral de la situación de los convenios.- Estas reuniones se prevén sean semanales y 
hasta el 27 de marzo de 2015 inclusive, todo lo que se cumplió. Luego de estas reuniones 
se le pasaba un informe de lo actuado a los trabajadores. 


El 9 de marzo de 2015 en la Dirección Departamental de Salto se realiza una 
reunión donde se encontraban presentes por INAU, la Comisión designada por Directorio, 
por IMCOS su Presidente y su representante legal; representantes del PIT CNT Miguel 
Fiordelmondo y Pablo Torrens, Delegados de FUABS, Fabián Medina, Lesly Lemes, 
Claudia Ustra y por Paysandú, Mary Gómez, Richard Mancini, Hernán González y la 
Asesora Letrada de FUABS y FUECYS”. Tengo las actas de estas reuniones. 


“[...] Se mantiene reunión bipartita el 13 de marzo de 2015, se les solicita a las 
Contadoras dos proyecciones de gastos, una para transitar el período de un año que 
llevaría la rescisión; otra un proyecto de gastos para un convenio de 35 personas con el 
perfil de esta población atendida. 


El 20 de marzo las contadoras presentan uno de los informes, del que surge que se 
necesitarían $6.080.629 para transitar un año con lo necesario para el pago de 
aguinaldos, salarios vacacionales y otros. 


El Directorio aprueba la subvención por el monto antes señalado en doce cuotas de 
$500.000 retroactivos al mes de marzo de 2015. 


En reunión del 27 de marzo de 2015 se define la participación de dos funcionarios 
de INAU, los que gestionarán en la codirección en los Departamentos Financiero 
Contable y Salud de la Fundación”. Al respecto, no leí en la versión taquigráfica que se 
dijera que una nurse que es funcionaria del INAU está trabajando en la Fundación Imcos 
para la atención de su población. 


Continúa el informe: “Se acuerda presentar ante la Sede Judicial un acuerdo para 
ser homologado, donde se establecerán los parámetros para transitar el período de 
rescisión del convenio, por lo cual se deja en suspenso la intervención judicial”. 


Cabe aclarar que la última intervención judicial que se solicitó al juzgado del 
departamento de Salto quedó suspendida por este acuerdo al que llegamos con la 
Fundación de transitar el proceso de rescisión durante un año, sin perjuicio de que, de ser 
necesario, solicitaríamos nuevamente la intervención judicial. La sede está en 
conocimiento de todo este proceso de rescisión con la intervención de estas dos 
personas y de que se trasladarán $ 6.000.000 desde INAU a Imcos. Tampoco recuerdo 
haber leído en la versión taquigráfica que para el retiro de esos $ 6.000.000 se requieren 
las firmas del presidente de la Fundación y de la contadora del INAU. Me quiero detener 
en este punto. Según la versión taquigráfica, el Presidente y el doctor Reyes -su 
representante legal- expresaron que se presentaron en el Juzgado de Salto el 28 de 
mayo, aclarando a la sede y poniendo en su conocimiento que intervendría una contadora 
y que una nurse comenzaría a trabajar en Imcos. No obstante, lo cierto es que desde el 
1* de junio el Presidente tuvo la posibilidad de presentarse al Banco de la República para 
gestionar todo eso, lo que concretó el 30 de junio, que era el último día que teníamos 
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para dar cumplimiento al pago de los aguinaldos. Creo que eso dice mucho. Esto, que al 
día de hoy -14 de julio- estaría solucionado, se podría haber solucionado mucho antes, 
durante el mes de junio, si hubiera habido buena voluntad; los trabajadores ya habrían 
cobrado sus aguinaldos, porque desde el INAU el dinero estaba pronto para el pago. 


Eso es cuanto tengo para informar sobre el proceso de rescisión. 


En el mes de agosto estarán prontas las bases para hacer llamados a nuevas 
asociaciones civiles que se postulen para hacerse cargo de estos proyectos. Luego de 
haber trabajado con la gente de Convenios, la comisión considera que estos proyectos 
tan macro, de cien personas, no serían los adecuados, por lo que estamos pensando que 
Paysandú siga con la misma cantidad de población, pero que Salto se divida en tres 
convenios. 


SEÑOR NÚÑEZ (Gerardo).- Recién brindaron un informe bastante abarcativo y 
completo. 


Queremos manifestar nuestra preocupación con respecto a este tema, que hemos 
expresado en oportunidades anteriores y concretamente cuando estuvo la fundación a la 
que se hace referencia. Deseamos ahondar en la información que nos han brindado a 
efectos de contar con la mayor cantidad de elementos posible, ya que este es un 
problema absolutamente sensible para los trabajadores salteños en particular, pero creo 
que para el Uruguay todo. 


Me gustaría que se pudieran detallar en forma pormenorizada las irregularidades 
que se constataron, muchas de las cuales fueron expresadas en el informe. 


Por otra parte, quiero consultar si tienen conocimiento de la cantidad de personal 
que tiene la fundación en la actualidad y si consideran que se corresponde con las tareas 
que se deben desarrollar, o si hay desfase entre la cantidad de trabajadores que tiene la 
fundación y las tareas que debe realizar. 


Recientemente dijeron que los salarios de los directores de la fundación no eran 
adecuados para la función -no recuerdo las palabras exactas que se utilizaron-, por lo que 
me gustaría conocer el monto de esos salarios, si lo conocen. 


Asimismo, deseo saber si hay una fecha tentativa de cobro para los trabajadores, 
más allá de que el INAU tuvo que establecer nuevos mecanismos de control a efectos de 
asegurar que los $ 6.000.000 tuvieran el destino que todos pretendemos. Quiero saberlo 
porque los trabajadores y las trabajadoras están con una preocupación extrema porque la 
situación en sus hogares y en sus familias es de gravedad. Nos consta que el INAU ha 
hecho esfuerzos para que esto pueda agilizarse, pero ha habido inconvenientes ajenos, 
por lo que queremos preguntarles si saben en cuántos días los trabajadores podrán 
percibir los pagos correspondientes. 


SEÑOR EZQUERRA ALONSO (Wilson Aparicio).- Quiero hacer algunas 
consultas. 


Más allá de este caso puntual, quiero saber si hay algún estudio que determine si 
realmente resultan suficientes las partidas que se mandan. Hoy se nos presenta esta 
situación, pero supongo que hay más de una institución con la que cumplimos con las 
partidas, pero quizás no resultan suficientes. A modo de ejemplo, mandamos a las 
escuelas $ 18 por niño, pero las franjas van de diez en diez; o sea, si tienen diecinueve 
niños, les enviamos plata para diez. Obviamente, $ 180 para hacer comida para veinte 
personas -incluyendo a la auxiliar- resulta insuficiente, por más que se esté cumpliendo 
con la partida. Entonces, sería bueno saber si existe un estudio que determine si el dinero 
realmente es suficiente para cumplir con la labor que estamos pidiendo. 


ds 


Por otra parte, quiero saber si en el nuevo llamado a instituciones, el personal que 
hoy está trabajando tiene prioridad para el reingreso, como se ha hecho en la mayoría de 
los lugares en los que pedimos que sea prioridad cuidar las fuentes laborales que ya 
están creadas. 


SEÑORA BOTTINO (Cecilia).- Agradecemos al señor presidente y a los miembros 
de la Comisión que hayan aceptado que estemos presentes y que participemos de esta 
reunión, teniendo en consideración que se está tratando un tema que atañe a nuestro 
departamento. 


Como actores políticos, conocemos la situación que se está viviendo de primera 
mano. Sabemos lo complejo que ha sido este proceso que se ha narrado detalladamente; 
hemos participado activamente en sus distintas fases. 


Sinceramente, pretendemos que se encuentre una solución definitiva a este 
problema, teniendo como ejes fundamentales los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes -según ha detallado el Instituto, esa es la línea sobre la que piensa trabajar; 
agradecemos que lo hayan desarrollado en el marco de su concurrencia a esta 
Comisión-, y los derechos de los trabajadores. 


Queremos dejar constancia de nuestra preocupación, como representantes del 
departamento de Paysandú, por este problema que, reitero, se traslada desde hace 
muchísimo tiempo. Estamos preocupados porque se encuentre una solución definitiva 
que contemple estas dos situaciones. 


SEÑOR COITIÑO (Carlos).- Creo que el informe que la institución ha traído genera 
una serie de incógnitas, que esperamos se vayan resolviendo en la medida en que 
avance la tarea. 


En la legislatura pasada, este tema fue planteado en reiteradas oportunidades -no 
con la actual integración del Directorio del INAU- y cada vez que los trabajadores 
expresaban sus dificultades de cobro e, inclusive, acciones cuestionadoras del derecho 
de agremiación de quienes trabajaban en la institución Aldeas de la Bondad, aparecía 
como explicación: “No nos dan los fondos”, “Nos dan los fondos tarde” o “No nos 
alcanzan los fondos”. Este es un gran desafío porque esta es una forma de tercerización 
que va por la vía de convenios. Es una tercerización porque se ejecutan tareas que son 
responsabilidad del Estado. Hay una ley de tercerizaciones por la que cuando el Estado 
es contratante, desplaza la responsabilidad de que se cumplan todos los derechos que 
tienen los trabajadores. 


Con respecto a las preguntas que plantean los señores Diputados Núñez y Ezquerra 
Alonso, entiendo que quizás necesitaríamos más tiempo del que disponemos hoy para 
desarrollar el tema. Una cosa es la búsqueda del apoyo estatal, y otra es una gestión en 
la que el Estado no tiene el poder de decidir el número de trabajadores, sus condiciones 
de trabajo, su capacitación. Es un mundo absolutamente no atendido y nosotros 
asumimos la cuota parte que nos corresponde. Pero si no abordamos el análisis del tema 
y sus respuestas es muy difícil dar los fondos y no tener mecanismos apropiados de 
control de la gestión que se ejecuta. 


En la versión taquigráfica que nos hicieron llegar constan planteos de orden 
administrativo que hace el Imcos. Por ejemplo, podemos considerar la demora en el giro 
de las partidas. Se supone que ya están definidas, que están en el marco operativo del 
INAU. Entonces, si las tiene ¿por qué tienen que esperar hasta el 27? El Estado es el 
primer responsable de cumplir la ley. Estas son incógnitas que después justifican los 
posicionamientos del Imcos. 
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En todo caso, esta Comisión estará en condiciones de ayudar en un problema que 
no es solo de ustedes, sino de todo el Estado. Probablemente la ley deberá enfrentar ese 
problema y tener propuestas alternativas; si no, esto se va a reiterar. 


SEÑORA PRESIDENTA DEL INAU.- Nuestra institución tiene mecanismos de larga 
data, que siempre son perfectibles. Esos mecanismos instalados tienen como cometido 
dar seguimiento a los procesos de trabajo que se llevan a cabo, no solo en los programas 
y en las áreas de la institución. 


Una de ellas es el área pública no tercerizada -no nos gusta la palabra-; en algunas 
áreas se debe hacer la definición programática de los convenios a establecer. Hay 
normas que están vinculadas al aspecto presupuestal; por tanto, están definidas las 
cantidades de dinero que la institución transfiere para la ejecución de esa política pública, 
que está absolutamente determinado y reglamentado por programas. 


Hay otras dos áreas que son muy importantes para el seguimiento de los procesos 
de trabajo: la de inspección general y la auditoría de gestión y programática. Estas áreas 
llevan adelante el seguimiento y el monitoreo de los programas. 


Es decir que la institución tiene estructuras definidas para llevar adelante el 
seguimiento de los programas en cada una de las líneas programáticas. Esto tiene 
expresión departamental, pero cada uno de los proyectos conveniados, ha sido analizado 
de acuerdo con la caracterización programática, con la población que atiende, etcétera. 
Todo está absolutamente analizado. Siempre los recursos del Estado son escasos, y eso 
afecta a los convenios y a la implementación de los programas públicos del INAU. 
Muchas veces no tenemos la cantidad de funcionarios y funcionarias que necesitamos y 
tampoco la infraestructura adecuada para llevar adelante la tarea. 


Los servidores públicos debemos mejorar las condiciones del desarrollo de los 
programas. Esto también pasa con los procesos que son conveniados por la institución. 
En el caso particular de esta institución, se han hecho esfuerzos, pero nunca alcanzan. 
Nosotros consideramos que con los incrementos que se han dado por persona atendida, 
necesariamente se debe lograr una atención adecuada a lo programático. Nos gustaría 
mucho profundizar en este aspecto, pero no consideramos este caso en particular porque 
la institución atiende las situaciones de distintos programas. 


Se está permanentemente revisando los convenios con los CAIF, con los clubes de 
niños o con los centros juveniles, y cada institución tiene mecanismos para solicitar 
partidas especiales y el incremento de gastos, de acuerdo con las necesidades. Creemos 
que en este caso, como en otros, son atendidos. Hay situaciones específicas, por 
ejemplo, si las casas son o no de propiedad de la institución, si hay que alquilarlas e, 
inclusive, el contexto de la situación que se atiende. 


En este caso, de acuerdo con la información que venimos procesando, no 
consideramos que el problema -que se está dando desde hace larga data y que ha sido 
detectado por los mecanismos institucionales- sea el resultado de los elementos que se 
señalan: la generación de recomendaciones, al apoyo con partidas presupuestales 
específicas y la generación de mecanismos de apoyo para que la institución pueda 
gestionar de manera adecuada. Sí creemos que hay un problema importante que se 
devela a partir de los análisis; el informe contable muestra problemas, y en todo momento 
la institución ha tratado de dar apoyo para que lo resuelva. 


Hay elementos que deben ser discriminados y otros que merecen una discusión 
profunda. Nosotros consideramos que es necesario tenerlos en cuenta en la agenda, 
pero no creemos que el problema en este caso pueda asociarse a la definición 
programática, al seguimiento de los programas ni a incrementos presupuestales; el propio 
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Estado ha tenido que asumir cuestiones que la institución no ha logrado hacer. Estos 
procesos son de alta complejidad. Por lo tanto, no podemos sustituir una institución por 
otra tan fácilmente. La población no puede quedar desprotegida. Se hará un llamado a 
licitación para el próximo período, lo que permitirá que efectivamente exista una 
institución que pueda llevar adelante este proceso tan complejo. Como saben, hay 
determinadas áreas en las que cada vez se hace más difícil encontrar oferta para atender 
en cuanto a situaciones extremas, de vulneración de derechos, en este caso, de 
discapacidad de adultos. Hay elementos de valoración que podemos discutir ahora o en 
otro momento, pero no consideramos que esto estén incidiendo en las dificultades que 
planteó el señor diputado Núñez. Se ha apoyado a la institución, tanto a nivel 
departamental como central, dándole elementos para que pueda salir adelante. 


Por otra parte, hay problemas suficientes elementos de larga data que detectan 
problemas desde el punto de vista de referidos a la atención y hade la administración de 
los recursos. La institución no ha estado omisa en ningún momento. Se ha tratado de 
acompañar a la Fundación en este proceso -según los informes- para que pueda ejecutar 
este programa, extremando el apoyo presupuestal, pero queda claro que los problemas 
que tiene son de otra índole. Queremos revisar en profundidad -esto lo está haciendo la 
comisión que trabaja con la División de convenios- los aspectos programáticos, que 
requieran temas específicos, a efectos de que este programa atendiera las necesidades 
de esta población, que tiene características tan particulares. 


Nosotros contamos con sendos informes de lo que pasó, pero este Directorio quiere 
concentrar los esfuerzos en el futuro. Queremos que se aprenda de todos los aspectos 
que llevaron a esta situación tan extrema e incorporarlos a los procesos programáticos 
que tienen que ver con lo programático de los convenios. El director Rodríguez hizo 
mención a lo que se paga por cada persona internada en la Fundación; 32 UR es el 
máximo que se ha destinado a una fundación de estas características. Es decir que esta 
Fundación recibe mensualmente más de $25.000 por persona. Según los análisis 
realizados a través de los distintos programas, hay elementos que se deberían estar 
canalizando. No queremos hacer valoraciones, pero todos los informes hacen referencia 
a problemas importantes de administración; se ha tratado de darles apoyo a los efectos 
de velar por estos proyectos. 


Por otro lado, salvo situaciones excepcionales, no visualizamos problemas -salvo 
situaciones de excepcionalidad- en los tiempos de transferencia de los recursos que se 
hacen a cada uno de los programas. Se establecieron condiciones para garantizar que 
efectivamente esos dineros se viertan en las deudas que se tienen con los trabajadores. 
Ese retraso de más de un mes no se debió a la transferencia, sino a que la institución 
quería asegurarse de que efectivamente esas partidas llegaran y cubrieran los salarios y 
las licencias vacacionales de los trabajadores. Esto implica un respaldo de los 
responsables de la institución. Hasta analizamos si no teníamos que esperar la firma de 
autorización de la contadora, pero nos pareció imprescindible asegurar que el dinero se 
destinara a los trabajadores, más allá de que esto extendió los plazos para el cobro del 
aguinaldo y del salario vacacional. 


Desde el punto de vista programático, la sociedad y el Estado necesitan profundizar 
en la atención a la discapacidad. Estos temas nos convocarán en el marco del Sistema 
Nacional de Cuidados. Hay mucho por hacer. En el trabajo con las personas 
discapacitadas, institucionalizadas de por vida, existen aspectos que es necesario revisar; 
inclusive, en la reinserción en la comunidad. En este momento, más allá de que están los 
espacios jurídicos y legales que llevan a término las auditorías e investigaciones de los 
procesos administrativos y de atención directa a la población, este directorio debe 
concentrarse -más allá de que están los espacios jurídicos y legales que llevan a término 
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las auditorías e investigaciones de los procesos administrativos y de atención directa a la 
población- en el futuro, que realmente es complejo. Deseamos que en este proceso los 
trabajadores tengan oportunidades, en base a un elemento del que no queremos 
claudicar. Hay distintas alternativas en los procesos, como un llamado a licitación para 
administrar este tipo de proyectos. Los trabajadores pueden generar su proyecto, pero 
tendrán que acreditar que efectivamente lo llevarán adelante en todo lo programático. 
Esta población tiene características propias. Hay aspectos que no solo tienen que ver con 
el trabajo socioeducativo -como nuestros programas de residencia de veinticuatro24 
horas, en los que los temas problemas de salud y atención son fundamentales-, sino con 
la profesionalización e integración de los equipos de trabajo, que tienen que estar 
absolutamente definidos. Además, deben existir garantías. Es sumamente importante dar 
continuidad a la fuente de trabajo de estos trabajadores. La licitación debe asegurar que 
se dará cobertura a las necesidades de esta población y debe garantizar que la gestión 
administrativa tenga fortaleza para la sostenibilidad de proyectos tan importantes como, 
por ejemplo el de Salto, que cuenta con ciento veinte personas internadas. Los modelos 
pueden ser diferenciales -en eso se está trabajando-, pero cada uno de estos programas 
necesariamente tendrá que contemplar los requisitos que aseguren la atención a la 
población. Los trabajadores, en su acumulación de experiencia, tendrán posibilidades de 
aportar y de enriquecer lo que se solicita como antecedentes. Tienen amplia experiencia, 
pero necesitarán apoyos específicos para llevar adelante los temas técnicos y 
administrativos. 


SEÑORA RAMÍREZ (Claudia).- Complementaré con números lo manifestado por la 
señora presidenta del INAU, tal como pidió el señor diputado Gerardo Núñez. 


Una de las solicitudes de la comisión a nuestra contadora y a la contadora de la 
Fundación fue que hicieran un proyecto de lo que se necesitaría hasta marzo de 2016 a 
efectos de recorrer este año de rescisión. Para que tengan una idea, en el mes de abril 
de 2015 se traspasó a la Fundación Imcos un total de $ 3.442.564, que se conforma de la 
siguiente manera: $ 2.113.816 por subvenciones, que es lo que INAU pasa por cada uno 
de los sujetos de derecho atendidos; $ 151.265 por reintegros, que también lo 
proporciona INAU; $ 275.104 por salud -los medicamentos están aparte- ; $ 8.588 por 
ANTEL; $ 131.597 por UTE; $ 524.695 por partidas al BPS; $ 223.000 por aportes de los 
particulares; $ 14.500 por INDA. Esto fue lo que se traspasó en abril de 2015, y así 
sucesivamente los meses que vamos transitando. 


Tenemos un estudio exhaustivo de la parte económica y del perfil de los 
trabajadores que se encuentran en Salto y en Paysandú. Entendemos que en cuanto a 
cantidad de trabajadores administrativos, ha habido un descontrol, por llamarlo de alguna 
manera. Hemos conversado con la Fundación en el encuentro bipartito acerca de que 
tendrán que adaptar la cantidad de personal administrativo porque, según los estudios 
que se están haciendo, hay exceso de personal en la administración. 


Desde el INAU siempre se cuidó no solo la atención de los sujetos de derecho sino 
también que los trabajadores no se vieran resentidos. En ese sentido, debemos adaptar 
estas grandes cifras de dinero que se traspasan a las realidades y a las necesidades de 
atención de la población. 


SEÑOR NÚÑEZ (Gerardo).- Me gustaría conocer los salarios de los directivos. 


SEÑORA RAMÍREZ (Claudia).- No tengo aquí el informe contable. El salario de 
cada uno de los directivos es de $ 30.000. Es toda una familia, y cada uno de sus 
integrantes está cobrando ese dinero. Nuestra contadora pudo tener conocimiento 
efectivo de que quien ellos llaman supervisora va muy pocas veces al lugar de trabajo. 
Tenemos información detallada de la situación de los recursos humanos, pero no me 
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gustaría exponerla aquí con ese carácter; creo que no es necesario. Estamos al tanto de 
la situación. 


Desde el INAU se pueden hacer llegar los informes contables; hemos hecho un 
trabajo profundo acerca de la situación. 


Desde la comisión en todo momento se hizo llegar a los trabajadores la información 
relativa a la posibilidad que tendrían de conformarse. Tuve la oportunidad de estar tanto 
en Paysandú como en Salto reunida con los trabajadores. Ellos tenían proyectos de 
constituirse. El viernes anterior a que el Directorio me encomendara ir al BROU por los 
salarios, pude conversar con uno de los dirigentes sindicales. Ellos ya están muy 
avanzados en cuanto a su constitución -no era una forma de cooperativa- y a la 
presentación de su proyecto. Sin embargo, había cierta información que ellos manejaban 
que no era correcta. En esta planificación del llamado a gestionar este proyecto tenemos 
fechas establecidas. El 31 de julio estarían las bases de los llamados; el 15 de agosto 
esto sería trasmitido a las dos direcciones departamentales del INAU; a fines de agosto 
serían presentadas las bases al Directorio del INAU para su evaluación; el posterior 
llamado sería en el mes de setiembre. Lo que siempre trasmití, tanto a los trabajadores 
de Salto como de Paysandú, fue que trataran de estar conformados y de tener los 
proyectos prontos, con sus respectivas áreas, en setiembre, para ser evaluados en ese 
llamado. Por lo tanto, los trabajadores han tenido la información, el tiempo y todas las 
posibilidades de presentarse para gestionar estos proyectos. 


Asimismo, se les dio las directivas en cuanto a la cantidad de población a atender 
que entendíamos correspondía a estos perfiles, la que no podía ser mayor a treinta y 
cinco personas. En este momento se está trabajando en Paysandú, que se encontraba en 
inferioridad de condiciones porque todo lo administrativo y lo financiero se manejaba 
desde Salto; a Paysandú llegaba un mínimo de lo que correspondía a cada uno de los 
sujetos de derecho. Este es el resultado de todo este estudio. Por lo tanto, se le está 
exigiendo a Imcos Salto que traspase a Paysandú lo que debe percibir cada uno de los 
sujetos y también, como primera medida, que se les comience a pasar las pensiones de 
BPS que corresponden a estos sujetos de derecho de Paysandú. 


Entendemos que Paysandú está delineado en un marco que es más fácil gestionar 
por ser pequeño ya que tiene cuarenta y dos personas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Fernando).- Quiero profundizar en un concepto que nos 
parece trascendente, que tiene que ver con la relación histórica del instituto -que se ha 
profundizado en los últimos años- con las organizaciones de la sociedad civil para el 
desempeño y desarrollo de las políticas sociales, en este caso, vinculadas a la infancia y 
a la adolescencia. Si bien estamos frente a una situación con un problema profundo, 
importante -como ha mencionado la doctora Ramírez, en los últimos meses ha ocupado a 
este y al anterior Directorio porque creemos que hay un problema del que tenemos que 
salir de la mejor forma posible, por la población atendida y por los trabajadores-, en el 
universo de políticas del INAU llevadas a cabo a través de convenios con la sociedad civil 
esta es una expresión menor. No digo que sea menor en cuanto al sufrimiento de la 
situación concreta, sino a su dimensión. 


El INAU tiene setecientos convenios para la atención de niños, niñas, adolescentes 
y jóvenes. En esos convenios hay más de sesenta mil personas atendidas y más de ocho 
mil trabajadores involucrados. Todos ellos reciben sus salarios en tiempo y forma durante 
todo el año. Estoy seguro de que no volveremos muchas veces a esta comisión -ojalá 
volvamos por muchos temas- por reclamos de los trabajadores porque INAU no pagó sus 
partidas. Hay algunas herramientas que están en revisión permanente, pero hay otras 
que hacen a la garantía de que estas cosas no pasen. En principio, hay un convenio 
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firmado, un compromiso jurídico entre ambas instituciones en donde están las partidas, 
un programa de desarrollo educativo y se explicita la cantidad de funcionarios adecuada 
para el desarrollo de esa tarea así como la cantidad de horas por día -si es que no se 
trata de 24 horas- que deben ser atendida la población sujeto de derecho. Además de 
ese convenio en el que se plasma jurídicamente la relación, hay una serie de 
herramientas que tienen que ver con el desarrollo metodológico; hay un plan estratégico 
que se le exige a cada institución, un programa operativo anual que es una hoja de ruta, 
una supervisión por parte de funcionarios de INAU que participa de las reuniones de 
equipo y que tiene presencia permanente en cada uno de los setecientos proyectos. Esa 
supervisión no es una inspección sino un acompañamiento metodológico al equipo para 
su fortalecimiento, observar el estado de situación del desarrollo de los planes y la 
relación de los educadores con los niños. 


En definitiva, el Instituto tiene un sistema que responde a que el Estado siempre es 
el responsable y la garantía de esos niños atendidos, tanto en programas oficiales como 
a través de convenios. La responsabilidad de garantizar el derecho no es materia de 
convenio, no es transferible del Estado a la sociedad civil. Lo que sí se puede convenir, 
manteniendo la responsabilidad de la garantía de derechos, es la operativa metodológica 
de la intervención directa. Eso ha permitido al INAU avanzar muchísimo en los últimos 
años, por ejemplo, en lo que tiene que ver con los 400 centros CAIF que hoy están en 
todo el territorio nacional y que hubiera sido muy difícil desde la estructura del Estado 
tener presencia con organizaciones sociales que tienen una inserción barrial, y que a 
partir de un momento empiezan a gestionar un CAIF. Reitero que hubiese sido bastante 
difícil para el Estado iniciar un proceso de inserción comunitaria como la que necesita el 
desarrollo de un CAIF. 


O sea que la política de convenios y el desarrollo conjunto de la política social a 
través de estos es una política que reivindicamos, si bien no está exenta de tener alguna 
dificultad -acá estamos frente a una dificultad concreta, que a pesar de haber transitado 
por todas las herramientas de garantía estamos ante un problema-, no es una señal de 
que la política de convenios no esté dando resultados. Por eso nosotros decimos que no 
es una política de tercerización. Si bien a la hora de garantizar el derecho de los 
trabajadores para cobrar su salario hay una norma que lo asocia a un proceso de 
tercerización, con responsabilidad solidaria o subsidiaria, según el caso de que se trate, 
creemos que el concepto de tercerización empieza y termina a la hora de la garantía de 
los derechos de los trabajadores. A la hora de la implementación de una política social no 
es una tercerización, sino de un hacer en conjunto entre el Estado y la sociedad civil. 


SEÑORA RAMÍREZ (Claudia).- Quiero hacer una aclaración en cuanto al monto 
que di en mi informe de $ 3.442.564.000. Dicho monto solamente es referido a la casa 
madre, como le llamamos a Salto, es decir, a la atención de ochenta y dos sujetos de 
derecho con 32 UR por cada uno de ellos, tomado el valor de la UR a $ 806. 


SEÑOR NÚNEZ (Gerardo).- Agradezco las respuestas. 


Quiero saber si tienen conocimiento respecto cuándo cobrarán su aguinaldo estos 
trabajadores. 


SEÑORA RAMÍREZ (Claudia).- Como les decía, el viernes pasado parte del 
Directorio me encomendó que me presentara en el Banco de la República. Actualmente, 
la problemática para que no se realice el pago de los aguinaldos está solamente a nivel 
de ese Banco, en el entendido de que sus escribanos estaban estudiando los poderes por 
medio de los cuales el señor presidente de la Fundación habilitaba a la contadora del 
INAU para que los fondos transferidos por ese Instituto solo pudieran ser retirados a dos 
firmas. Allí se me informó que el día viernes los poderes -según información de la 
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escribana- estaban correctos así como toda la documentación, y entre el lunes y el 
martes la contadora del INAU y el presidente de la Fundación quedarían habilitados a 
retirar ese dinero. Así que entendemos a la brevedad se estará pagando, probablemente 
esta semana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Legislación del Trabajo resta 
agradecer la presencia de la delegación. 


Tal como se ha manifestado, es necesario que este tipo de vinculación entre 
ustedes y nosotros sea fluida. Creo que le hace bien a todas las partes. Nosotros, en la 
Comisión, tenemos por misión ser receptores de los problemas y tratar de ambientar los 
espacios de negociación para que las distintas partes involucradas en un conflicto 
terminen dialogando para solucionar ese tipo de problemas. 


Agradecemos especialmente la primera parte de la intervención de la presidenta, 
licenciada Marisa Lindner, poniendo la hoja de ruta de lo que va a hacer la nueva 
administración del INAU en el presente quinquenio. Esto es de sumo interés para todos y 
nos sirve para nuestro trabajo como parlamentarios y políticos. 


Comparto con el señor diputado Carlos Coitiño que hay temas profundos que 
seguirán estando en la agenda y que es bueno seguirlos conversando. 


En cuanto al tema puntual, han quedado despejadas las preguntas de los colegas 
diputados. 


Agradecemos la presencia de la delegación. 
(Se retira de sala la delegación del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay) 


(Ingresa a sala una delegación de trabajadores de la empresa Office 2000, Librerías 
del Litoral, del PIT- CNT filial Salto y de Fuecys) 


——La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de trabajadores de la 
empresa Office 2000 (Librerías del Litoral), del PIT- CNT filial Salto, y de Fuecys. 


Como es de público conocimiento, existe una problemática laboral en el litoral, 
especialmente en Salto. La Comisión tomó conocimiento de esta situación a través de la 
señora diputada Manuela Mutti, representante por Salto, quien manifestó su preocupación 
por la difícil situación laboral por la que estaban atravesando en dicha empresa. 


La Comisión ha recibido las cartas y documentos que nos han enviado detallando la 
situación que están viviendo. Hay denuncias muy graves como acoso laboral, actitudes 
de falta de respeto con los empleados, gritos y amenazas. También se habla de 
persecución laboral a los delegados sindicales, difamación de la vida personal de los 
empleados hacia el público y los funcionarios, creando un ambiente hostil. Hay una 
cantidad de cosas que ustedes detallan en estas comunicaciones, pero lo más funcional 
es que ustedes hagan las denuncias que entiendan pertinentes. 


SEÑOR FUENTES (Ismael).- Como presidente de Fuecys agradezco que nos 
hayan recibido. 


Hoy hemos venido aquí a plantear la situación que se está dando en dos empresas 
del departamento de Salto. Luego de diez años de la reinstalación de la negociación 
colectiva es triste que todavía no logremos hacer entender a algunos sectores patronales 
la necesidad de dialogar. 


La idea es escuchar la realidad que están viviendo los compañeros. A nosotros nos 
preocupa que en Office 2000, una vez instalada la organización sindical, 
automáticamente la empresa haya reaccionado despidiendo al conjunto de los 
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trabajadores organizados. Obviamente, estas personas se organizaron en función de una 
serie de reclamos por acoso laboral, acoso sexual y ausencia o no respeto del convenio 
colectivo. 


Una segunda situación se da en una empresa prestadora de servicios del Correo en 
Salto, donde hay todo tipo de situaciones. Por ejemplo, hay apropiación indebida, porque 
se descuenta a los trabajadores el monto del Banco de Previsión Social y no se vuelca al 
organismo pertinente. Además, no se respeta el convenio salarial, no se pagan las horas 
extra ni se cumple con los viáticos. Aquí hay una situación en la cual, obviamente, el 
responsable directo termina siendo el Estado, que es el que contrata a este tipo de 
empresarios, situación que hemos planteado en reiteradas ocasiones. 


Habíamos avanzado con un clearing de empresas en esta situación que esperamos 
que de una vez por todas pueda comenzar a funcionar, porque se reiteran este tipo de 
situaciones en las cuales los empresarios incumplen y, en definitiva, al Estado le termina 
saliendo más caro porque, por un lado, le paga a la empresa y, por otro, tiene que volver 
a hacerse cargo de los créditos laborales de los trabajadores, porque con la ley de 
tercerizaciones no queda la menor duda de que el Estado termina siendo el empresario 
solidario. 


SEÑOR BUSLÓN (José).- Soy del plenario de Salto. Los compañeros de los dos 
sindicatos que están presentes van a detallar puntualmente cuál es la situación que viven 
en sus sindicatos, pero hay una cuestión que queremos plantear en términos generales, 
que nos causa gran preocupación. 


Recién se hacía referencia al no cumplimiento por parte de las patronales de lo que 
son las normativas establecidas. Tenemos una ley de libertad sindical que costó mucho 
ganar, que llevó mucha discusión hasta que al fin se aprobó y entró en vigencia. A 
nosotros nos parece fabuloso, pero hay un problema. Esta ley de libertad sindical 
establece los derechos que tienen los trabajadores de organizarse y sindicalizarse, 
plantea que nadie podrá ser sancionado de ninguna manera como objeto de haber 
conformado un sindicato y, luego, si se generase algún despido o algún tipo de 
persecución sindical o desconocimiento de la misma, existen algunos ámbitos en los que 
la ley puede ser respetada y, en ese sentido, tratar de reconsiderar o replantear la 
situación de injusticia para el trabajador, pero ocurre que esta ley no tiene carácter 
punitivo. Entonces, nos hemos encontrado con varios casos en los que algunos 
abogados, un poco faltos de escrúpulos, han desconocido literalmente la ley y han 
despedido trabajadores por haber llevado adelante medidas sindicales. 


Muchas veces, cuando hablamos de persecución sindical, se presenta como un 
concepto bastante subjetivo porque, ¿qué definimos como persecución sindical? En Salto 
tenemos un caso puntual con la empresa Office 2000, en la que, por haber llevado 
adelante determinada medida, despidieron a dieciocho trabajadores. El abogado planteó 
ante la Justicia un recurso de amparo, que entendemos que es válido, que está 
establecido, en el que pedía a la Justicia que despidiera a los trabajadores. No sabíamos 
que la Justicia tiene esa competencia, pero el abogado lo pedía. Asimismo, solicitaba que 
los trabajadores indemnizaran a la empresa y a los otros compañeros por los salarios 
perdidos. La Justicia entendió que lo que pedía el abogado no tenía lugar. No acusó 
recibo de ese planteo y determinó que no existía lo que el abogado estaba estableciendo, 
que eso se debía dirimir en un ámbito de negociación laboral y, de allí en más, ir 
avanzando. Sin embargo, al otro día, nos encontramos con que el abogado efectivizó los 
dieciocho despidos bajo el argumento que él manejaba, de un piquete duro, extorsivo, y 
no sé cuántos adjetivos más. Le pidió a la Justicia que fallara, pero esta no lo hizo, 
porque entendió que no existía. Igualmente, el abogado lo utilizó como un elemento y 
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despidió a los trabajadores. En la nota, lo dice: “Despido a los trabajadores por haber 
llevado adelante determinada medida”. Entonces, acá no está esa cuestión objetiva a la 
que hacía referencia hoy acerca de cómo hacemos para saber si existe o no persecución 
sindical, porque acá te está diciendo que te echan por haber llevado adelante una 
medida. Y no echaron a uno o dos, sino a dieciocho trabajadores, salteándose una serie 
de pasos como, por ejemplo, el criterio de la dualidad de las sanciones. Acá no hubo 
observación ni amonestación sino un despido por reclamar por tus derechos, punto, sin 
que se haya generado ningún insuceso de violencia ni otra cosa que pudiera ameritar 
-como lo establece el abogado- la notoria mala conducta. Sabemos lo que la notoria mala 
conducta tipifica cuando a un trabajador se la configuran y se lo despide por esa razón. 
Entonces, nos encontramos con que notoria mala conducta es reclamar por los derechos. 
Acá tenemos un tema. Vamos al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que puede 
dictaminar que la empresa revea la posición como, de hecho, ya lo hizo el año pasado, 
cuando este mismo abogado -que tiene el mismo modus operandi en nuestro 
departamento-, por algo similar a lo ocurrido en la empresa Office 2000 sancionó a los 
trabajadores -también sin respetar la gradualidad ni otro criterio- por diez días. El criterio 
que utilizó fue exactamente el mismo: por haber llevado adelante determinada medida. 


El año pasado advertíamos que esto podía ser la punta de lanza porque esto podía 
continuar, si desde el Gobierno y la representación del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social no se ponía el énfasis suficiente en frenar esta situación. No queríamos ser 
paranoicos, pero entendíamos que muchas otras empresas iban a adoptar esa misma 
modalidad. De hecho, ha ocurrido: han adoptado esa misma modalidad. Han contratado a 
este mismo abogado que se vale de llevar adelante y poner en práctica este tipo de 
desconocimientos y nos encontramos con que del otro lado, la garantía que debe dar la 
ley, no la da y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social plantea que se debe cumplir 
pero, si no se cumple, no pasa nada. Obviamente, los trabajadores sabemos que la lucha 
no la vamos a respaldar únicamente con negociaciones, sino desde la calle, movilizados, 
tratando de hacer cumplir las leyes, como lo hizo el Sunca con la ley sobre 
responsabilidad penal empresarial, pero ¿qué pasa del otro lado? ¿Basta con que alguien 
desconozca y se oponga a cumplir la ley para que eso efectivamente quede así, 
desconocido por la vía de los hechos? Y nos pasa con la ley de libertad sindical. No 
queremos configurar un escenario apocalíptico, en el que estos compañeros no sean 
reintegrados, pero si eso no sucede y no se falla para que ellos nuevamente ocupen sus 
puestos de trabajo, como plenario departamental, como PIT- CNT, deberíamos irnos para 
nuestras casas y tratar de poner un estudio jurídico, porque no tenemos más nada que 
hacer. A su vez, también habrá muchos sindicatos que se sentirán inhibidos de 
conformarse, porque saben que el paso siguiente es el despido y nada tenemos que 
hacer con esto. 


Estoy planteando algunas cuestiones groseras de la ley: directamente el 
incumplimiento y el no respeto por el sindicato cuando está conformado, pero también 
hay algunas otras cuestiones que deberían ser revisadas como, por ejemplo, el apartado 
que hace referencia a que aquellas personas que estén con intenciones de conformar un 
sindicato, aunque aún no lo hayan hecho, también serán amparadas por la ley. Nos 
parece bárbaro, pero es un criterio sumamente subjetivo, porque luego cuesta mucho 
poner en práctica y reconocer esos criterios. Entonces, está en juego algo tan importante 
como el reconocimiento del derecho del trabajador a la organización para pelear por sus 
derechos y poner freno a aquellos que aún intentan desconocerlos, en un país que se ha 
caracterizado por ser bastante avanzado en lo que tiene que ver con legislación laboral, y 
a nosotros nos preocupa. 
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Nos interesaría que de acá surgiera el estudio comprometido de esta ley, que se 
tratara de buscarle la vuelta, porque nos parece -expresamos esta opinión como plenario 
de Salto- que esta ley contempló intereses de un lado y de otro, no es chicha ni limonada 
y, al fin de cuentas, nos deja ante un grave problema cuando encontramos gente de este 
tipo, sin escrúpulos y dispuesta a no respetar las leyes. 


Capítulo aparte -no lo vamos a detallar ahora, pero nos gustaría discutirlo más 
adelante- es lo relativo a la ley de negociación colectiva. En su artículo 4*) establece la 
necesidad de que las partes empleadora y trabajadora negocien de buena fe, y en el 
literal A) del artículo 5%) se determina que las partes proporcionarán la información debida 
a efectos de llevar adelante la negociación, estableciendo como único compromiso el de 
la confidencialidad de la información que se maneja. Nosotros nos hemos encontrado con 
empresas -este es un tema que habrá que discutir con estas nuevas pautas para los 
Consejos de Salarios-, cuyos representantes nos dicen que no tienen recursos y por esa 
razón envían a los trabajadores al seguro de paro o los despiden. En nuestro 
departamento hay una empresa que envía a los trabajadores al seguro de paro siguiendo 
un criterio selectivo: envía al seguro de paro a los trabajadores sindicalizados. Es una 
empresa que se dedica al rubro de las finanzas y nos dice que no tiene recursos, 
mientras el sector de las finanzas y banca privada, en Uruguay, viene creciendo 5,7% 
este año y ha crecido a niveles de 4,5% y de 5,2% en años anteriores. Sin embargo, dice 
que no tiene recursos y que por eso manda a un trabajador al seguro de paro. Se nota 
que esa empresa está mal, porque le están faltando $ 15.000 para poder salir adelante. 
Si fuera así, nosotros podríamos sacar un préstamo en Pronto para ayudar a la empresa 
y pasar a ser accionistas, porque parece que están complicados por $ 15.000. 


El argumento que manejamos es que tenemos interés en que la fuente laboral se 
mantenga. Y no somos necios, si la empresa realmente tiene problemas, pongamos los 
papeles sobre la mesa, analicemos la situación económica y veamos por qué camino 
podemos andar. Sin embargo, las empresas se niegan, se cierran. 


De manera que tenemos una ley de negociación colectiva que establece la 
posibilidad de negociar pero no dice nada para el caso de que una parte no negocie; no 
tenemos garantías. 


Entonces, nos encontramos ante una disyuntiva. Le decimos al compañero que se 
organice, porque es a través de la lucha organizada y colectiva que logrará que se 
respeten sus derechos. Sin embargo, si lo echan, tengo que decirle que no sé si vamos a 
poder defenderlo, porque las leyes están un poco complicadas, en la medida en que no 
son del todo claras, ni obligan al empleador a que reconozca lo que en ella se establece. 


Esto es lo que queríamos transmitir como plenario. Lo veníamos diciendo desde 
hace un tiempo; parecía que estábamos haciendo futurología. Lamentablemente, lo que 
pasó en nuestro departamento demuestra que no era así y nos preocupa muchísimo que 
esto continúe avanzando. 


SEÑOR BRUMENGO (Gabriel).- Soy delegado del sindicato. 


A lo que decía el compañero Buslón quiero agregar que entre las personas 
despedidas hay una mujer embarazada, trabajadores con licencia médica y trabajadores 
de licencia. Quiere decir que además de despedir a los trabajadores que integran el 
sindicato también están incumpliendo otras normas. 


Obviamente, esta situación está afectando psicológicamente a varias personas, 
fundamentalmente, a varias chiquilinas, porque en Office 2000 la mayoría de los 
empleados son chiquilinas. Por eso, además de recuperar nuestra fuente laboral, 
queremos que la empresa se haga cargo de los daños y perjuicios ocasionados a cada 
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persona. Estamos pasando un mal momento. No nos pagan el despido porque sostienen 
que hubo notoria mala conducta de nuestra parte y no fue así; la jueza no avaló eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que en la delegación hay trabajadoras de la empresa, 
sería bueno contar con su testimonio, no solo por la relevancia que pueda tener en esta 
reunión, sino para las futuras acciones que tome esta comisión a partir de lo que aquí se 
diga. 


SEÑORA BRUMENGO (Stefani).- Soy integrante del sindicato. 


Nuestro sindicato es relativamente nuevo, pero esta lucha no es de ahora. Somos 
empleados que desde hace años venimos aguantando muchas cosas por la necesidad de 
conservar nuestra fuente laboral, hasta que decidimos reclamar, en buenos términos. 
Nuestros reclamos nunca llegaron a buen puerto, porque las leyes no nos amparaban o, 
tal vez, sí, pero la respuesta siempre fue seguir en lo mismo. Teniendo en cuenta esto, 
tomamos otras medidas. Por eso, nos quedamos sin trabajo. Hoy, somos dieciocho los 
trabajadores despedidos; como decía el compañero, la mayoría somos mujeres, entre 
ellas, madres solteras y la compañera embarazada, muchas de nosotras, la fuente de 
ingreso de nuestro hogar. Como se decía, se sostuvo que se nos despidió por notoria 
mala conducta, lo cual es totalmente falso; por el mismo hecho de ser mujeres, hacemos 
nuestros reclamos pacíficamente. Somos mujeres que venimos aguantando un montón 
de cosas y, ahora, por reclamar, se nos deja en la calle. Y dicen que nos despiden por 
notoria mala conducta, lo cual lleva a no cobrar el despido. 


Nosotros hacemos nuestros reclamos con fundamentos. Sabemos que son válidos; 
no estamos mintiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Los trabajadores despedidos están todos sindicalizados? 
SEÑORA BRUMENGO (Stefani).- Sí; somos dieciocho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Hay más empleados que no están sindicalizados y 
mantienen su fuente de trabajo? 


SEÑORA BRUMENGO (Stefani).- Hay once compañeros no sindicalizados, entre 
ellos los de la parte de gerencia y los encargados, que no fueron despedidos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias. 


SEÑOR BRUMENGO (Gabriel).- Me gustaría aclarar que de treinta y dos personas 
que trabajan en Office 2000, veintiséis o veintisiete estábamos en el sindicato. Al 
principio, echaron a algunas de esas personas por integrar el sindicato y a otras se las 
amenazó con la pérdida de la fuente de trabajo si reclamaban sus derechos. Hasta se les 
dijo: “Fíjate de qué lado estás, porque podés perder tu trabajo”. Algunos compañeros 
hasta nos mandaron un audio; se fueron del sindicato porque recibieron amenazas del 
gerente. Ellos quedaron afuera; luego se fueron. 


Ahora hay once, porque en estos días tomaron tres o cuatro personas nuevas. 
Hasta que transcurran tres meses, no se cumple con el plazo para entrar en el sindicato. 


La empresa tiene dos sucursales. Una de ellas está en el shopping. Algunos 
trabajadores de esa sucursal se iban a unir al sindicato, pero la empresa se enteró y los 
despidió, aduciendo que hacía reducción de personal. Sin embargo, a los dos días, 
contrató personal nuevo. Lo mismo está pasando con nosotros. Echaron a todos los 
integrantes del sindicato y, al otro día, toman a otras personas. 


SEÑORA MUTTI (Manuela).- Creo que sería bueno que especificaran los casos de 
acoso y violencia de género para dejar constancia de estos hechos en la versión 
taquigráfica. 
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SEÑORA RODRÍGUEZ (Támara).- Hace dos años y medio que trabajo en la 
empresa y, como decía la señora diputada Mutti, desde que entré sufro de acoso laboral. 


Todo el tiempo tenemos a dos encargados detrás de nosotros, persiguiéndonos, 
tratándonos mal o inventando cosas. También atacan el físico de las personas; hay 
compañeras a las que se les dice que son gordas y a una se le dice que es opa. A una 
compañera, que se fue de la empresa, le tiraron una grapadora por la cabeza y a un 
compañero trataron de ahorcarlo. Estos hechos los han llevado a cabo dos mandos 
medios: un hombre y una mujer. La muchacha se encarga de denigrarnos todo el tiempo. 
Una vez desaparecieron las pulseras de una compañera y culparon a las compañeras 
que recién habían entrado. Todo el tiempo están persiguiéndonos. También acosan a los 
varones, tocándoles sus partes y manoseándolos. 


SEÑORA BREVENTANO (Natalia).- Quiero aclarar que también se ha dado en 
reiteradas oportunidades la falta de respeto delante de los clientes y el maltrato. Nos 
piden cosas delante de los clientes a los gritos, y estos no se van contentos; cuando nos 
encuentran en la calle nos dicen: “Qué mal que tu encargada te falte el respeto de esa 
forma”. Nosotros nos sentimos mal, pero los clientes también, y no quieren volver. 
Cuando entré a la empresa -hace diez años que trabajo allí-, la encargada me faltó el 
respeto delante de la gente -me gritó mientras estaba subiendo una escalera- ; la llamé 
aparte y le dije: “A mí no me grites delante de la gente. Si tenés algo que decirme, me 
llamás aparte, pero no me grites más delante de la gente”. Desde esa vez, nunca más me 
faltó el respeto de esa forma. 


Creo que uno va formando su carácter dentro de la empresa. Ellos también saben a 
quién atacar. Nadie se lo merece, pero ellos saben con quién meterse; siempre eligen a 
las gurisas nuevas para maltratar, hasta que renuncian. Ni siquiera las echan para pagar 
el despido; hacen que renuncien. 


SEÑOR BRUMENGO (Gabriel).- Quiero acotar un par de hechos más. 


Todo el tiempo se insulta, delante de la gente y en los depósitos. Uno de los 
encargados se declaró a una compañera a través de Power Point y se los manda por mail 
todo el tiempo. Ha llevado a compañeras al depósito y las ha tenido todo el tiempo para 
tenerlas cerca. La empresa tenía el programa Skype para intercambiar información sobre 
la empresa, pero un encargado lo usaba para decir cosas a una compañera, cargándola, 
todo el tiempo. Imprimimos todo eso -fueron muchas hojas- y lo entregamos al gerente; 
de un día para el otro se borró el Skype y todo quedó en nada. 


A una de estas personas se le hizo un juicio -que se ganó a la empresa-, porque 
mandó a una persona a hacer algo y como no lo hizo rápido, la tomó del cuello, 
intentando ahorcarla. Eso no quedó ni siquiera en el libro negro de la empresa; está en 
blanco. Esa persona siempre está apoyada por la gerencia; todo lo que pasa queda en la 
nada. 


La empresa tiene un sistema por el cual no paga despido -lo ha manejado de esa 
forma a lo largo de estos diez años-: si quieren despedir a alguien, lo empiezan a 
presionar, a insultar, a agredir y a perseguir hasta que esa persona no aguante más y 
renuncie. Es un sistema que utiliza la empresa para no pagar despidos. 


Últimamente, las chicas están muy mal. Inclusive, a una de las trabajadoras un 
médico le ha dicho que va a tener que hacer un tratamiento por el trato que ha recibido; la 
han encerrado durante más de media hora por día en la gerencia para llenarle la cabeza 
para que no entre al sindicato. Inclusive, el gerente ha ofrecido cargos a determinadas 
personas si dejaban de reclamar sus derechos. 
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SEÑOR EREDIA (Miguel).- Integro el Ejecutivo y la Dirección Nacional de la 
Federación Uruguaya de Empleados de Comercio e Industria. 


Previamente a considerar este asunto, quiero hacer referencia a algunas cuestiones 
que tienen que ver con esto. Como bien decían los compañeros, después de tener 
determinadas leyes, igual seguimos encontrando este tipo de situaciones. ¿Qué sucede? 
Avanza la organización sindical, particularmente, en el interior del país, y detectamos este 
tipo de situaciones. 


La organización sindical de los trabajadores de la empresa Office 2000 se conformó 
el 20 de marzo de 2015. La primera acción de los trabajadores fue concretar la plataforma 
y entregarla al gerente de la empresa, que es el único con el cual tenían contacto en la 
sucursal de Salto. En abril de 2015, la Federación Uruguaya de Empleados de Comercio 
e Industria, a través de la Mesa Departamental de Salto, presentó una nota a la Oficina 
de Trabajo de Salto solicitando que se convocara a la empresa, en función de que no 
había dado respuesta a los planteos de los trabajadores, que resolvieron realizar una 
medida gremial. El 23 de abril llegaron a un preacuerdo -la empresa accedió a hacerlo-; la 
principal denuncia de los trabajadores consistía en el acoso por parte de los encargados. 


En ese preacuerdo la empresa expresó que si bien no asumía que fuera cierto lo 
que se denunciaba, cambiaría de sucursal al principal responsable de esas acciones. De 
esa manera, bajaron los decibeles y comenzó un clima en el que se podía conversar. Ese 
preacuerdo se ratificó en la Oficina de Trabajo de Salto. 


Posteriormente, como Federación, convocamos a la empresa para iniciar 
negociaciones en el ámbito de la Dirección Nacional de Trabajo. Estas se llevaron 
adelante y por solicitud nuestra, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social hizo suyo el 
pedido de no innovar; o sea que se mantuviera la fotografía de ese momento. Sin 
embargo, la empresa, que firmó esa acta en la Dirección Nacional de Trabajo, a los pocos 
días hizo un balance y no tuvo mejor idea que hacer que llevara el balance el encargado 
al que habían cambiado de sucursal, que era el principal acusado por los compañeros de 
estas situaciones que se expresaron. Inmediatamente, el Plenario Departamental del PIT- 
CNT entregó una nota a la Oficina de Trabajo denunciando esta situación. Allí comenzó 
una serie de idas y venidas que desembocaron en lo que sucedió. Tenemos los 
instrumentos legales, pero ¿qué se hace ante esta situación? Los compañeros deciden 
llevar adelante una medida que la empresa califica de piquete extorsivo, que trae como 
consecuencia una acción de amparo por parte de la empresa, la que es desestimada por 
el juzgado, en función de que la jueza actuante entiende que no corresponde, y así queda 
estampado en el acta que tenemos. 


Ese mismo día, el plenario de Salto y la mesa departamental de Fueci habían 
convocado a la empresa a la oficina de trabajo. La empresa responde que no concurre 
porque los trabajadores estaban tomando medidas, cuestión que no es cierta, porque se 
labró acta, mediante escribano, de que se había levantado la medida. 


Levantada la medida, los compañeros se presentan a trabajar al día siguiente y se 
encuentran con que el local estaba cerrado. Nuevamente convocan a una escribana, que 
labra un acta del cierre de la empresa. Los compañeros se retiran a las 14 horas y la 
empresa no abrió en todo el día. Se convoca a la oficina de trabajo de Salto a los efectos 
de iniciar un camino que permita destrabar la situación. ¿Cómo responde la empresa? 
Con el envío de dieciocho telegramas colacionados anunciando el despido. En esta 
situación estamos hoy. 


Sé que por una cuestión de respeto hay cosas que los compañeros no dicen, pero 
estamos hablando de una persona que te hacía agarrar cinco o seis resmas de papel y 
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subirlas a una escalera, porque se le ocurre; estamos hablando de una persona que 
cuando pasás por el costado te toca la cola, porque se le ocurre; estamos hablando de 
una persona que cuando un empleado le solicita permiso para renovar la cédula de 
identidad, le dice: “Con esa cara de nabo ni cédula te van a dar”. De estas cosas estamos 
hablando. Lamentablemente, es la situación a la que se enfrentaron los trabajadores 
durante mucho tiempo. 


¿Qué solución encontraron? Conformar una organización sindical, a lo que los 
trabajadores tenemos derecho por mandato constitucional. Está claro; sin embargo, hay 
gente que se forrea el derecho, disculpen la expresión. Esa es la realidad con la que 
conviven los compañeros y compañeras en este lugar de trabajo. 


Office 2000 no es cualquier empresa; tiene locales en todo el litoral del país. A los 
que no son salteños -aunque sin duda por las recorridas electorales muchos conocerán la 
ciudad de Salto-, les digo que está en un lugar visible: ocupa toda una esquina en la calle 
principal de Salto y, como si fuera poco, abrió una sucursal en la terminal de ómnibus, 
que es uno de los shopping de la ciudad. 


Estamos hablando de una empresa con una importante cantidad de trabajadores, la 
mayoría mujeres y jóvenes. Cuando hacemos estudios acerca de la realidad del empleo 
en nuestro país, tenemos que ver cómo conciliar eso con estas cosas que están 
sucediendo. 


Tenemos copia de la documentación que hemos manejado, y de todas las actas de 
las reuniones en la Dirección Nacional del Trabajo, así como de todas las acciones que 
han realizado la Federación, el plenario del Pit-Cnt de Salto, la Mesa Departamental de 
Fueci en Salto y la organización de los trabajadores. 


SEÑOR NÚÑEZ (Gerardo).- Creo que estamos frente a una situación de extrema 
gravedad, de acuerdo con los puntos que aquí se manifestaron, como incumplimiento de 
leyes laborales, acoso laboral, psicológico y sexual. Lamentablemente, este tema no es 
nuevo para esta Comisión ni para la realidad del país. Tendremos que ver de qué manera 
ponemos mayores niveles de control a este tipo de atropellos. 


Hace menos de dos meses, recibimos en esta misma Comisión a las trabajadoras 
de los call center de la empresa Vida, por una situación similar a la que ustedes acaban 
de describir. Las trabajadoras de los call center de Santa Lucía y Pando sufrieron 
distintos tipos de acoso y cuando se sindicalizaron fueron despedidas. Creo que eran 
veinte trabajadores o más; y al otro día ya estaban pidiendo nuevas trabajadoras. 


Estamos hablando de una forma de operativa de determinadas empresas que 
debemos denunciar y caerles con todo el peso de la legislación, tanto desde el punto de 
vista constitucional como legal, para que este tipo de cosas no siga ocurriendo. 


Vamos a proponer que se invite a la empresa que acaban de mencionar, y que la 
versión taquigráfica de esta sesión sea enviada al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. Asimismo, ponemos esta Comisión a su disposición -me atrevo a plantearlo sin 
haberlo consultado con los demás miembros- para hacer una recorrida por Salto, como lo 
hemos hecho ante otros conflictos, como el de los municipales, o el del transporte en 
Rivera. Seguramente, ustedes han denunciado públicamente esta situación, pero a 
veces, se generan mecanismos de impunidad sostenidos por la economía. Como hay 
determinados espacios que son auspiciados por ciertos medios de comunicación, hay 
voces que se silencian. 


Una de las partes de esta lucha es poner en conocimiento público lo que está 
sucediendo para que ojalá se pueda restituir el conjunto de los trabajadores que fueron 
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despedidos y para que no se cometan más estos atropellos que lamentablemente no son 
nuevos; en estos pocos meses de funcionamiento de la Comisión de Legislación del 
Trabajo, hemos tenido varios casos de este tipo. 


Quiero expresarles la solidaridad de la Comisión para buscar una salida concreta y 
para generar antecedentes para el futuro. 


SEÑORA DE LOS SANTOS (Claudia).- Es muy preocupante lo que están narrando. 
Estamos hablando de diferentes manifestaciones de violencia. Al respecto, quiero sugerir, 
sobre todo a las mujeres, que hagan uso de esas leyes que tenemos sobre violencia de 
género, sobre todo sexual. Hay una ley de acoso sexual que debemos tener en cuenta. 


Otra sugerencia es que lo narren en la medida en que sea posible y que lo 
denuncien en la Comisaría, porque eso puede aportar mucho a la hora de hacer una 
denuncia más global por los temas laborales. Es muy importante realizar las denuncias 
de acoso sexual y violencia de género. 


Quedamos a disposición de ustedes. Estoy de acuerdo con el señor diputado Núñez 
en que esta comisión puede hacer una visita, pero mi sugerencia es que hagan las 
denuncias en las Jefaturas o en las Comisarías, a efectos de que consten en actas. 
Sabemos que es muy difícil para las mujeres, pero así evitaremos mayor violencia. 


SEÑOR COITIÑO (Carlos).- Estos temas tienen antecedentes y continuidad en el 
departamento de Salto. Todos tenemos una tarea por delante y somos una parte de esta 
comisión. Los planteamientos que ha hecho el señor diputado Núñez son de recibo, 
aunque quiero agregar algunos elementos. 


En primer lugar, la intervención del representante del plenario intersindical toca tres 
aspectos de leyes ya vigentes, pero con dificultades de aplicación. Hay problemas con los 
controles. El control lo tiene, fundamentalmente, el Poder Ejecutivo. Agregamos la 
necesidad de conversar con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social porque se trata 
de los controles. Como dentro de poco estará planteada la discusión del presupuesto 
quinquenal y normalmente el problema del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social es no 
contar con la dotación imprescindible para controlar en todo el país -no solo en 
Montevideo, por proximidad-, nos parece importante agregar este aspecto 


Además, se presenta un tema complementario, que es la situación de algunas 
patronales que vienen armando sindicatos alternativos, lo que supone una toma de 
posición que no surge con claridad de la legislación vigente. Por lo tanto, es 
imprescindible conversar esto con el Ministerio. 


En segundo término, el jueves se instalará la Comisión Especial de Género y 
Equidad. Solicitamos que la versión taquigráfica de esta reunión se eleve a esa comisión, 
a efectos de que vaya estudiando el tema. La Comisión de Legislación del Trabajo tendrá 
que hacer un seguimiento, pero también sería útil que la Comisión Especial de Género y 
Equidad coordinara con esta comisión. 


Por último, en cuanto a los claros y oscuros de la legislación sobre los controles, 
solicitamos que si en el ámbito sindical existen ideas -aunque no sean proyectos 
modificativos-, se las acerque a la comisión, a efectos de contar con propuestas que 
corrijan y mejoren lo hasta ahora legislado. Naturalmente, en esta tarea, la relación con el 
Poder Ejecutivo es imprescindible. 


Tenemos la impresión de que la presencia de las dos comisiones en Salto podría 
ayudar, ya que habrá que hacer un seguimiento permanente. Leímos la versión 
taquigráfica del día 7 de julio y advertimos que la empresa Office 2000 ni siquiera 
concurrió, habiendo sido convocada por el Ministerio. Esto es algo grave. Debemos 
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ayudar al trabajo de difusión que ustedes vienen realizando en Salto. Necesitamos que el 
nombre Office 2000 se transforme en personas y se ubique -fuera de las figuras jurídicas 
con que aparecen las empresas- a los verdaderos responsables. 


Nos queda mucho trabajo por hacer. Deberíamos tener una coordinación 
permanente. Esperamos que la delegación de El Correo nos dé la ubicación clara de la 
tercerización para incluir este tema en la coordinación con Salto. 


SEÑORA BOTTINO (Cecilia).- En la anterior Legislatura, como diputada suplente 
por el departamento de Paysandú e integrante de la Comisión Especial de Género y 
Equidad, tuvimos varias reuniones con Fuecys. En Paysandú -donde por primera vez, a 
nuestra solicitud, se trasladó la Comisión Especial de Género y Equidad- recibimos a la 
Comisión de Género, Diversidad y Equidad de Fuecys. Las compañeras hicieron diversos 
planteamientos referentes a la temática laboral, pero en particular enfocados a los temas 
de género. 


Parece mentira que a esta altura de la vida política y luego de diez años de un 
gobierno de izquierda, en el que se han dictado más de cincuenta leyes laborales, aún 
haya empresarios que no se enteraron de que la vida cambió. Conocemos las dificultades 
para agremiarse que han tenido diferentes sindicatos, particularmente el de Fuecys, por 
las características que tiene la actividad del comercio pero, a su vez, ha ido obteniendo 
conquistas laborales, lo que fue posible, únicamente, por la lucha sindical. Escuchar que 
existen estos atropellos empresariales demuestra que aún quedan cosas por hacer. 


Concurrí al departamento de Salto, invitada por la señora diputada Manuela Mutti, 
en mi condición de integrante de la Comisión Especial de Género y Equidad. Pretendimos 
instalarla hace quince días, pero no tuvimos el quórum necesario. Sabemos que hay 
situaciones graves que se dan en diversas instancias. Nos reunimos con el Secretariado 
del PIT- CNT de Salto; tomamos contacto de primera mano. En esa oportunidad, 
ofrecimos tratar este asunto en la Comisión Especial de Género y Equidad de la Cámara 
de Representantes. Cuando esta comisión se instale, nuevamente trasladaremos la 
necesidad de que las comisiones que funcionan en Montevideo se trasladen al interior 
porque, muchas veces, estas situaciones son más graves que las que pueden ocurrir en 
el área metropolitana. 


Quisiera saber si se hizo el procedimiento previsto en la Ley N* 18.561, además de 
las actuaciones ministeriales que ha habido por los conflictos laborales. 


Comparto lo expresado por el señor diputado Carlos Coitiño en cuanto a la 
necesidad de conocer a quienes cometen todo tipo de atropellos, de quienes violan la 
normativa laboral. Así como ustedes están acá, conocemos sus rostros, sabemos sus 
nombres, es necesario conocer los nombres de los titulares de la empresa, que también 
está instalada en Paysandú, y del abogado que la representa, a efectos de equiparar las 
situaciones. Nosotros conocemos los rostros y los nombres de los trabajadores y de las 
trabajadoras involucradas. Me parece que, de la misma forma, deberíamos conocer los 
nombres y los rostros -ojalá fuera posible- de quienes están vulnerando sus derechos. 


SEÑOR MEDINA (Fabián).- Tenemos poca información por la limitada 
comunicación que tuvo el plenario con los dueños o titulares de la empresa. Los 
propietarios son de apellido Bartesaghi, residentes en Paysandú. Hubo un tiempo de 
negociación con ellos, y luego solo con el abogado. 


En primera instancia, cuando empezamos la negociación, hubo un abogado que 
tomó la causa, que es lo que relataba el compañero Miguel Eredia, quien estuvo 
presente. Luego, se involucra a un nuevo abogado, que tiene una posición departamental 
y es muy conocido como una de las personas más represoras del movimiento sindical y 
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ha castigado a más de un sindicato en la misma Intendencia del departamento. Todos 
fuimos testigos y sabemos lo que fue esa Intendencia. Ustedes también lo saben, ya que 
se han trasladado hasta el departamento. 


Hace menos de un año, este abogado reprimió a un sindicato y lo suspendió unos 
diez días. La Justicia avaló lo que había hecho, en contra del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, que desestimó todo tipo de causa que presentó el abogado. 


Hoy, ese abogado no solo sigue facturando a favor de la defensa del partido político 
que se retiró del departamento, sino también de este tipo de empresa, que en su 
momento suministraba servicios a la Intendencia de Salto. Así que hoy debe ser el 
abogado más rico del departamento, exclusivamente dedicado a judicializar todos los 
casos sindicales. El abogado se llama Pablo Pascual Perna, y es muy conocido. 


SEÑORA SENA (Alejandra).- Soy representante y delegada sindical de un correo 
privado de Salto, antes UES S.A. Mi compañero también es delegado sindical. 


Nuestra denuncia se basa en que la empresa no se está guiando por el convenio 
colectivo nacional. Nuestro problema es parecido al de los trabajadores de Office 2000: 
denunciamos abuso, acoso laboral y persecución sindical. Cuando los patrones se 
enteraron de que habíamos creado un sindicato, fueron casa por casa, después de las 
diez de la noche, preguntando por qué lo habíamos armado, por qué no hablábamos con 
ellos. A la gente mayor la amenazaron diciéndole que si no salían del sindicato, perderían 
su trabajo. En planilla figuramos trece personas, pero no tenemos certeza del número de 
trabajadores, porque una de las cosas que nos hacen es darnos un horario para levantar 
las cartas que debemos repartir, con el fin de que no veamos a los demás compañeros. 
Ahora que nos pusimos a averiguar, sabemos que somos entre quince y dieciocho. O sea 
que hay entre dos y cinco personas que trabajan en negro. Hay jubilados que están 
trabajando, sin que se haga aporte alguno. Cuando averiguamos que por la Ley 
N?* 19.006 se puede trabajar cuatro horas, un compañero solicitó ampararse a ella, pero la 
empresa no le hizo caso y siguió teniéndolo en negro. 


El trabajo empezó a bajar y perdimos a una de las empresas más grandes que 
teníamos, que era OCA. Al principio, trabajábamos por $ 1,50 por carta; últimamente, 
estábamos ganando $2 por carta. Ante esta situación, empezamos a averiguar qué 
solución podíamos plantear. Con mi compañero, aquí presente, encabezamos la lucha 
para llegar a un acuerdo con el empresario, para que él pudiera ganar más y, a su vez, 
nos pagara mejor. Trabajo en la empresa desde hace tres años y medio; hay una 
compañera que hace diez años que trabaja, los tres primeros en negro y los otros dos en 
la casa de los patrones. Como prueba, tenemos los recibos de sueldo, que no tienen 
nada que ver con lo que ganamos. Se hace un aporte mínimo. 


Inclusive -estamos en una situación parecida a la de los muchachos de Office 2000-, 
extraoficialmente, sabemos que habrá un despido para los cuatro sindicalistas que 
quedamos. Ese despido se iba a concretar ayer, pero el patrón no se presentó. Lo 
llamamos y por teléfono nos dijo que mañana íbamos a tirar números -que fue la frase 
que utilizó- para ver qué podíamos hacer, porque plata no tenía. Entonces, yo le dije: “Si 
estás buscando plata, es porque nos vas a despedir; de lo contrario, la solución sería 
para todos los empleados”. Por comentarios y averiguaciones del sindicato, sabemos que 
la empresa es tercerizada de UES S.A.; esto fue reconocido por el patrón. 


Hace poco, nos llamó a una reunión a dos empleadas y nos dijo que iba a abrir una 
distribuidora de congelados porque UES S.A. se venía a pique y que tendría que cerrar la 
empresa por la disminución de la cantidad de cartas, ya que la gente sacaba por Internet 
los estados de cuenta. Es decir que nos llamó aparte a las supuestas vendedoras de esa 
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empresa nueva. Nosotras, como compañeras, comentamos a las demás personas lo que 
estaba pasando. Ahí empezamos a constatar que en nuestras zonas -el convenio plantea 
claramente que cada uno tiene su zona- había personas repartiendo por menos dinero 
del que nos pagaban a nosotros. 


En estos últimos meses estamos ganando $ 2,70 por carta, pero había personas 
que trabajaban por $ 2 por carta, obviamente, en negro. Las encontrábamos por la calle y 
tenemos como testigos a los clientes, que nos conocen desde hace años. En la zona de 
mi compañero, había clientes que hacía seis meses que no recibían sus cartas porque se 
las pasaban a una persona que no hacía el trabajo. Tenemos una competencia bastante 
grande. Ellos dicen que bajan el presupuesto para poder tener el trabajo, pero nosotros 
llegamos a la conclusión de que estamos siendo explotados y denigrados por las 
encargadas. Hay abusos diversos. Dos representantes del PIT- CNT concurrieron un día 
a la empresa, en representación del gremio, y fueron testigos de que la patrona se 
desquició; hubo empujones, agresiones, gritos, golpes de puertas, sentencias de cómo 
las personas iban a terminar y encierro dentro de una pieza que hay en el fondo. Hubo 
varios testigos y compañeros no agremiados que también lo vieron. Comparto lo que 
decían los compañeros de Office 2000: ellos saben con quiénes conversar -digámoslo así 
para que no suene brusco- y con quiénes no, porque los delegados nunca fuimos 
llamados para plantearnos la situación de la empresa ni para preguntarnos por qué 
habíamos creado un sindicato. Primero, ellos visitaron casa por casa amenazando a los 
empleados. Se presentó la encargada de la empresa y encerró a la gente, sobre todo a 
las chiquilinas más jóvenes. Allí trabaja gente de todas las edades; la muchacha más 
joven tiene veinte años; ella un día me dijo que tenía miedo de ir sola, por lo que yo a las 
seis de la tarde la espero y la acompaño a levantar las cartas. 


Supuestamente, los cuatro sindicalistas estamos esperando el despido para 
mañana. 


Lo que queremos denunciar es que esta situación no es de ahora. Se hacen mal los 
aportes al BPS; queremos reclamar lo que corresponde. La mayoría de la gente nunca 
tuvo licencia; el patrón dice que no corresponde porque somos peones a destajo. No 
corresponde licencia, viático, vales de nafta, ropa ni nada. Si se rompe la moto, nos dicen 
que repartamos como podamos. También hay discriminación sexual -hay personas en la 
empresa con distintas orientaciones, obviamente reconocidas por ellos-, contándole a 
Fulano, a Mengano y a Zutano. También en ocasiones la patrona llama a alguna persona 
y le dice que es buena y que la otra es mala y viceversa, lo que genera conflicto entre los 
empleados. 


Hasta el momento, nosotros realizamos dos reuniones bipartitas. El distribuidor de la 
empresa es Alfonso Prieto y su señora se llama Marisa de Oliveira Flores. Para la reunión 
tripartita ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ella mandó un poder; no se 
presentaron, sino que enviaron un abogado que, dicho sea de paso, también es bastante 
soberbio: se ríe de los empleados. ¡Nos ofreció cien días de licencia corridos! Nosotros 
hace un año que queremos ayudar a la empresa porque es nuestra fuente de trabajo. En 
mi caso, yo soy madre soltera y el sostén de mi casa. Obviamente, quiero buscar una 
solución a este problema, pero como dije, no queremos ser explotados; queremos que 
esto se sepa. Hicimos una reunión bipartita que quedó en la nada. Pasamos veinte días 
llamando al patrón, al que le dijimos que nos habían prometido tarjetas y aumentos sobre 
el laudo. 


Por otra parte, el convenio establece que hay tres zonas de peligrosidad: baja, 
media y alta. Tenemos el detalle realizado por la Jefatura de Policía sobre cuáles son las 
zonas de alta peligrosidad y no se paga ni un peso más por ello. Uno cobra por las cartas 
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que entrega. En mi caso, en este mes faltaron de mi sueldo 1.500 cartas. Hace tres 
meses que vengo bajando mi sueldo, que era bueno porque me han venido sacando 
cartas. Lo hablé con los patrones y me dijeron que era por la situación de la empresa. 
Con la patrona no se puede hablar porque va directamente a la agresión, al empujón; hay 
testigos de que conmigo se quiso ir a las manos. El patrón trata de apaciguar, pero nos 
va llevando a cuentos. Un día dice que nos va a arreglar, al otro dice que no. 


Además, tenemos el testimonio de nuestra abogada, que lo llamó veinte días 
corridos para hacer otra reunión. No tuvimos ninguna respuesta y ahí fue que decidimos 
hacer la denuncia correspondiente ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Nosotros intentamos hasta el último momento mantener la fuente de trabajo -aun no 
estamos despedidos-, pero queremos denunciar que esta empresa va a seguir a nombre 
de otra persona, que ya sabemos quién es. Este hombre va a ceder la empresa y va a 
dar quiebra. Eso ya lo hizo en otra oportunidad con su hermano, que era dueño de UES 
S.A. Le cedió una parte de esa empresa y siguió con la empresa tercerizada y esa es la 
idea que tiene ahora. 


Otra irregularidad es que los recibos y los aportes al BPS se hacen por el mínimo. 
Ayer fuimos al BPS y nos dijeron que no nos corresponde seguro por desempleo porque 
aportan por tres días de trabajo, siendo que muchas veces trabajamos hasta los cuatro 
domingos del mes. No tenemos descanso porque, según las fechas, queremos cumplir 
con el cliente, y por la cantidad de cartas, también tenemos que trabajar los domingos. 


Por lo que dice el convenio, cumplimos tres funciones: somos repartidores, 
organizadores y clasificadores. Trabajando en tres categorías, se nos paga $ 3 por carta. 
No estamos como mensuales, sino a destajo, pero en el convenio figura que se trata de 
tres categorías distintas y nosotros hacemos las tres en una. 


Reitero: denunciar porque creemos que la empresa va a seguir y que este hombre 
va a seguir explotando gente. El niega tener relación con U Postal, que es un correo de 
Montevideo y niega tener el reparto de Oca, pero -¡vaya coincidencia!- la primera vez que 
lo perdió, lo obtuvo una amiga íntima de la patrona; hoy lo tiene el gestor de la empresa. 
O sea que Oca siempre tiene relación con la empresa. Nosotros no somos tontos y, 
además, averiguamos por nuestro lado. 


No sé si debería decirlo, pero me hago cargo: hay menores trabajando, repartiendo 
facturas de Oca. Ellos niegan la relación con Oca, pero nosotros sabemos que la tienen 
porque en su momento nos ofrecieron ese reparto. Para ello nos pidieron abrir empresas 
unipersonales, y ese fue el momento del estallido. Cada persona se asesoró porque 
hasta ese instante no teníamos contacto con los demás compañeros, hasta el punto que 
nos empezamos a esperar afuera del correo. Los sueldos no daban y nos dijeron que si 
no abríamos empresas unipersonales, que nos fuéramos. Ahí fue que decidimos 
agremiarnos. 


Hay cosas que estoy diciendo que conozco por comentarios, pero seguimos 
investigando para presentar las pruebas correspondientes. En el caso de que esto se 
comprobara, estaríamos hablando de explotación infantil. En mi zona andaba un niño que 
no tendría más de trece años; lo llamé y se fue. También tengo testigos de que en la zona 
del río andaba un niño que tendría más o menos catorce años; una señora lo llamó y 
también disparó. O sea que estos niños ya están enseñados para no decir nada. 


Saludo la instalación de la Comisión Especial de Equidad y Género, y esperamos 
que nos inviten a participar, ya que las compañeras y compañeros hemos trabajado en 
conjunto y tenemos algunas alternativas para plantear. Nuestro gremio sufre mucho las 
condiciones de género con compañeras jefas de hogar que tienen que trabajar diez o 
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doce horas, los domingos y, a veces, en situaciones complejas; por lo tanto, nos parece 
importante poder participar en ese ámbito. 


Nos parece pertinente plantear dos aspectos distintos de esta situación. 


En primer lugar, estamos muy preocupados por cómo se realizan las compras 
públicas en las empresas del Estado. Para nosotros, la dirección del Correo no puede 
estar ajena a lo que relató la compañera porque hay una contratación. ¿Cuáles son los 
controles que realizan las empresas públicas de las empresas que subcontrata? Aquí 
tenemos un problema, y creemos que el Parlamento tiene que ver en el control de este 
funcionamiento. 


En segundo término, tenemos pensado hablar con la Inspección General del Trabajo 
y la Seguridad Social y con la Dirección Nacional de Trabajo del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social para intentar forzar acuerdos, por lo menos para lograr que se respeten 
las leyes vigentes. Esto tiene que ver con lo que planteaba el compañero de Salto en 
cuanto a que tenemos las leyes, pero a veces son un poco elásticas. Podemos ser 
flexibles, pero las leyes deben ser respetadas. 


Nuestra participación aquí es para hacer funcionar los mecanismos que tiene la 
democracia y ejercer presión para que se cumpla la ley. Ese es el papel que venimos a 
plantear. Obviamente, creemos que hay temas que ameritan una discusión más profunda 
-como planteaba el compañero José Buslón, de Salto- para mejorar algunas leyes que 
deberían ajustarse a la actualidad. Esto forma parte de lo que estamos planteando a la 
comisión en función de las denuncias que estamos llevando adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La comisión va a llevar adelante algunas acciones. 


En el caso de la empresa Office, el señor diputado Gerardo Núñez planteó enviar la 
versión taquigráfica de la sesión al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y también lo 
haremos a la Comisión Especial de Equidad y Género. Obviamente, vamos a invitar a la 
empresa para que asista a este ámbito a efectos de conocer su visión al respecto. 


Nosotros siempre decimos desde la presidencia -sea del partido que sea- que la 
comisión no es juez; lo que hace es recibir las delegaciones de todas las partes y tratar 
de generar ámbitos para que, en la medida de lo posible, se resuelvan los conflictos que 
van surgiendo. 


En el segundo caso, que sintetizaba con mucha claridad el señor Ismael Fuentes, 
me parece que tendríamos que citar a las autoridades del Correo para conocer estos 
temas en profundidad. 


Considero que además de enviar la versión taquigráfica a los organismos 
mencionados, deberíamos conversar sobre esta problemática con las autoridades del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Además, como es costumbre de la Comisión, 
deberíamos invitar a la empresa en cuestión. Este es el abecé del funcionamiento de esta 
comisión, más allá del conflicto particular que exista. La comisión también podría ir a 
Salto para hablar in situ con quienes están padeciendo esa problemática. El Parlamento 
es una caja de resonancia y pone los temas en el tapete. Asimismo, cada uno de los 
legisladores puede llevar adelante las acciones que estime pertinentes a nivel individual o 
partidario. Como comisión nos comprometemos a realizar todo lo que acabamos de 
plantear 


SEÑOR BUSLÓN (José).- Ya que nos llevamos la tarea de trabajar en lo que el 
señor diputado Carlos Coitiño encomendó, nos gustaría conocer qué modificaciones se 
van a hacer y cómo deberían realizarse los controles. 
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Otro tema que nos parece debería ser tratado por el Parlamento tiene que ver con 
los contratos laborales. La legislación vigente en nuestro país permite que las empresas 
puedan elaborar contratos de acuerdo con sus criterios. Estamos de acuerdo con que las 
empresas cuenten con ese beneficio, pero muchos contratos laborales que nos ha tocado 
analizar -lo hacemos desde la ignorancia porque no tenemos conocimiento cabal de las 
leyes- vulneran lo que establece la Constitución de la República y algunas normas, por 
ejemplo, la ley de libertad sindical y otras tantas que han sido aprobadas. Entonces, 
¿como puede ser que estemos convalidando contratos laborales cuando no existe una 
normativa vigente que los regule, o cuando están por debajo de lo que establecen las 
normativas laborales? ¡Esos contratos y convenios pueden ser ratificados luego de una 
negociación colectiva o en las instancias de los Consejos de Salarios! Me parece que es 
un tema que deberíamos comenzar a tratar como país y no porque nos queramos meter 
en la individualidad de las empresas, sino porque deben existir principios generales que 
hay que respetar. 


Muchas veces nos complica que el contrato establece lo contrario de lo acordado, 
pero igualmente es convalidado porque cuenta con la firma del trabajador. Hemos visto 
aberraciones que lisa y llanamente desconocen las pautas acordadas en los Consejos de 
Salarios y las leyes de libertad sindical. 


SEÑORA MUTTI (Manuela).- Antes que nada, quiero agradecer a la Comisión por 
haber accedido rápidamente a invitar a la delegación que hoy nos acompaña. 


Felicito la valentía que tuvieron los trabajadores para organizarse y denunciar este 
tipo de situaciones. Hay que tener en cuenta que la mayoría de ellos trabaja en la 
empresa desde hace diez años y es la primera vez que toman medidas sindicales. Es un 
proceso que cuesta mucho y la presión es muy grande. La actitud que han tenido 
fortalece y da validez a este tipo de herramientas. 


Como dijo el señor José Buslón, tal vez habría que analizar el hecho de que cuando 
una empresa no cumple con las recomendaciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social solo debe pagar multa, que para una empresa de esa magnitud es muy poco 
dinero, y con esa medida se desconoce la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a seguir en contacto porque los vamos a informar 
de los pasos que vamos a seguir y de sus repercusiones. 


Agradecemos su visita. 
Se levanta la reunión. 


